
RESUMEN

El Concierto Económico con el País Vasco, las Normas Forales y el cupo que lo desarro-
llan son constitucionales dado que no ha sido declarado inconstitucional por el Tribunal
Constitucional.
El Concierto Económico con el País Vasco, las Normas Forales y el cupo que lo desarro-
llan son legales ya que han sido aprobados por ley.
El Concierto Económico con el País Vasco, el cupo, y su aplicación son injustos ya que el
régimen foral es un régimen subvencionado por el Estado, o lo que es lo mismo por el
resto de Comunidades Autónomas. En el caso del IVA existe un sistema de ajuste que es
unidireccional, de manera que solamente paga el Estado. Según el INE (1) el consumo
del País Vasco es el 5,62 por 100 de España, el Producto interior bruto (2) es el 6.3 por
100, mientras que el índice de capacidad recaudatoria fijado en el cupo es del 5'765 por
100 para el País Vasco que además es muy inferior al índice de recaudación real que es
del 7'22 por 100, y después del «ajuste» se transforma en el 8'313 por 100. Dado que la
recaudación total del IVA en el año 2007 fue de 43.270 M el importe que deberían pa-
gar los contribuyentes vascos asciende a 2.469 M mientras que la liquidación del Im-
puesto es de 4.289 M de , por lo que contribuyentes de otras Comunidades Autónomas
contribuyen al presupuesto vasco con 1.820 M de (3).
Palabras clave: Cupo, financiación autonómica, Concierto Económico País Vasco, País
Vasco, régimen foral.
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(3) Algunos ejemplos:
A) En términos generales:
1º) Si se incrementa la recaudación de la Administración del Estado. El Estado tiene que pagar

al País Vasco el 1’178 % del incremento de la recaudación.
2º) Si se incrementa la recaudación en Navarra, el Estado ha de pagar al País Vasco el 1’178 de

aquel importe, sin que le suponga al Estado ningún ingreso.
3º) Si se incrementa la recaudación del País Vasco éste no tiene que pagar nada. Pero el Estado

por el contrario, sí tiene que pagar a Navarra.
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1. CONSTITUCIÓN Y CONCIERTO ECONÓMICO CON EL PAÍS VASCO

1.1. Introducción: Principios constitucionales

La Constitución establece varios principios por los que nos debemos regir y que afec-
tan de modo particular al campo fiscal, estos principios son: el principio de igualdad, de
solidaridad, de autonomía, de libre circulación. Algunos artículos de la Constitución (en
lo sucesivo, CE) tienen una especial incidencia en el campo fiscal, por un lado el artícu-
lo 31 CE, según el cual todos los españoles contribuirán al sostenimiento de los gastos
públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo
inspirado en los principios de igualdad y progresividad. Esta igualdad hay que enten-
derla teniendo en cuenta los artículos 14 y 139 CE donde se proclama que los españoles
son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de na-
cimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia perso-
nal o social. Y todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cual-
quier parte de territorio del Estado.

Junto a este principio de igualdad, se sitúa el principio de la solidaridad interterrito-
rial recogido en el art 138 CE donde se encomienda al Estado garantizar un equilibrio
económico, adecuado y justo entre las diversas partes del territorio español, sin que pue-
da existir, en ningún caso, privilegios económicos o sociales. El artículo 2 CE admite es-
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B) Compra mediante adquisición intracomunitaria en general y de vehículos por particulares 
1º) Un contribuyente de Territorio Común compra un coche a Alemania, paga el IVA a Territo-

rio Común y el Estado paga el 1’178 por 100 del mismo al País Vasco. 
2º) Un contribuyente de Navarra compra un coche en Alemania, paga el IVA a Navarra y el Es-

tado paga el 1’178 por 100 del mismo al País Vasco, sin haber cobrado nada.
3º) Un contribuyente del País Vasco compra un coche en Alemania, paga el IVA al País Vasco y

éste no paga nada al Estado, por el contrario el Estado sí tiene que pagar a Navarra.
C) Empresa que declara en proporción al volumen de operaciones. La empresa ya ha hecho el

ajuste, sin embargo la Administración del Estado paga al País Vasco el 1’178 por 100 de lo ingre-
sado en Territorio Común

D.1) La Inspección del Estado levanta un acta a una empresa que tributa en proporción al vo-
lumen de operaciones, el ingreso se produce en el Estado y éste paga a las Administraciones fora-
les en función del volumen de operaciones y además al País Vasco el 1’178 % de lo ingresado al Es-
tado y además tiene que pagar una parte a Navarra.

D.2) La Inspección de Navarra levanta un acta a una empresa en Navarra, la paga en Navarra
y el Estado tiene que pagar el 1’178 por 100 al País Vasco.

D.3) La Inspección del País Vasco levanta un acta a una empresa del País Vasco, la paga en el
País Vasco, éste no paga nada al Estado, por el contrario el Estado sí tiene que pagar a Navarra.



te mismo derecho, reconoce y garantiza la solidaridad entre todas las nacionalidades y
regiones que integran España.

El tercer principio con importante incidencia en el campo fiscal es el de autonomía,
así el propio artículo 2 CE reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacio-
nalidades y regiones. Autonomía que es desarrollada por el art. 156 CE que establece
que las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y
ejecución de sus competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Ha-
cienda Estatal y de solidaridad entre todos los españoles. Las Comunidades Autónomas
podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado para la recaudación, la ges-
tión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y los
Estatutos.

El cuarto principio que debe tenerse en cuenta es el de libre circulación, básico desde
la integración de España a la Comunidad Económica Europea, que regulan los arts. 139
y 157 CE estableciendo que ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o in-
directamente obstaculicen la libertad de circulación y establecimiento de las personas y
la libre circulación de bienes en todo el territorio español, y que las Comunidades Autó-
nomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados fue-
ra de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o
servicios. Del mismo modo el artículo 87 del Tratado constitutivo de la Comunidad Eu-
ropea (4) vela por este principio, al prohibir las ayudas otorgadas por los Estados, bajo
cualquier forma, que falseen o amenacen falsear la competencia, favoreciendo a deter-
minadas empresas o producciones.

2. Doctrina jurisprudencial sobre el cumplimiento de los principios
constitucionales por parte de las Normas Forales

De una primera lectura de estos principios vemos la existencia de una posible incom-
patibilidad entre ellos, así el principio de autonomía parece chocar con el principio de
igualdad y de libre circulación, de este modo lo han entendido en diversas ocasiones tan-
to la Administración Central como las Comunidades Autónomas limítrofes al País Vas-
co, y muchos particulares, que han recurrido diversas normas dictadas por las Institu-
ciones del País Vasco. 

Veamos algunos casos. La Junta de Castilla y León ha recurrido, la Norma Foral (5)
por la que se establecen el tipo general de gravamen del Impuesto sobre Sociedades en
el 32,5 por 100, frente al 35 por 100 del régimen común, una deducción del 10 por 100 de
la inversión, y una reserva de inversiones productivas del 10 por 100, cuando en el te-
rritorio común solo cabe deducción en la cuota por inversiones en ahorro energético y ac-
tivos medio-ambientales.

Del mismo modo, la Administración Central cree contrarios a estos principios la Nor-
ma Foral (6) por la que, se exige el Impuesto sobre el Patrimonio de las Personas Físicas
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(4) Antiguo artículo 92 del Tratado de 25 de marzo de 1957 Tratado Constitutivo de la Comu-
nidad Europea

(5) Norma Foral 7/2005 de 23 de junio, de medidas tributarias en 2005 aprobada por las Jun-
tas Generales de Bizkaia por la que se modifican determinados preceptos de la Norma Foral
3/1996 de 26 de junio del Impuesto sobre Sociedades, publicada en el BOB de 28-6-05.

(6) Norma Foral de Bizkaia núm. 11/2000, de 29 de diciembre, de las de la Juntas Generales de
Bizkaia, publicada en el BOB 251 de 30-12-00, sobre medidas fiscales de fomento del ahorro y la
inversión y otras medidas tributarias 



que tengan su residencia habitual en el Territorio Histórico de Bizkaia, por la totalidad
de su patrimonio neto, con independencia del lugar donde se encuentran situados los
bienes. En la misma norma se incrementa el porcentaje de deducción por inversiones en
I+D y tecnologías que pasa del 40 al 45 por 100, con lo que la diferencia frente al Estado
se eleva a 10 puntos porcentuales (el límite general es del 35%), incrementándose el pla-
zo para aplicar las deducciones no practicadas por insuficiencia de cuota de los cinco
años que recogía la normativa Estatal a 15 años que recoge la normativa Foral.

En otros casos incluso son particulares los que entienden que las normas forales con-
culcan estos principios constitucionales como es el caso de un ciudadano que solicita una
indemnización por abandono definitivo de la producción láctea, de acuerdo con la Orden
de 8 de junio de 2001del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. El Director de
Agricultura del Departamento de Agricultura y Pesca del Gobierno Vasco deniega esa
indemnización indicando que el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación no ha
remitido fondos para ese Programa Nacional de Abandono de la Producción Láctea para
2001/2002.

¿Cómo han resuelto los distintos Tribunales este posible conflicto de las normas des-
arrolladas al amparo del Estatuto de Autonomía del País Vasco, principalmente en la
posible contradicción de los principios de igualdad, solidaridad y libre circulación con el
principio de autonomía y de autosuficiencia de la financiación de la Comunidad Vasca?

Como hemos indicado anteriormente, la Junta de Castilla y León recurre la Norma
Foral 7/2005 por la que se establece, entre otros, el tipo un tipo general de gravamen del
Impuesto sobre Sociedades del 32,5 por 100, frente al 35 por 100 que regía en el resto del
territorio nacional.

El Tribunal Superior de Justicia del País Vasco (en lo sucesivo, TSJPV) desestima en
Sentencia núm. 886/2008, de 22 diciembre, el recurso y confirma la legalidad de la nor-
mativa vasca, al entender que, como recoge la jurisprudencia constitucional, «la igualdad
de los ciudadanos españoles no significa que sea imprescindible una total uniformidad fis-
cal en todo el territorio nacional, lo que sería incompatible con la autonomía financiera, y
aún más con el específico sistema foral» y que lo que significa el principio de igualdad es
que «se asegure esta igualdad en las posiciones jurídicas fundamentales de los ciudadanos
en relación con los deberes tributarios, que evite ciertamente la configuración de sistemas
tributarios verdaderamente privilegiados en una parte del territorio nacional respecto al
resto de Comunidades Autónomas». Recuerda el TSJPV, que el Tribunal Constitucional
(en lo sucesivo, TC) en su Sentencia 150/1990 deja establecido que «la autonomía significa
precisamente la capacidad de cada nacionalidad o región de decidir cuándo y cómo ejercer
sus propias competencias, en el marco de la Constitución y del Estatuto. Y si, como es ló-
gico, de dicho ejercicio derivan desigualdades en la posición jurídica de los ciudadanos re-
sidentes en cada una de las distintas Comunidades Autónomas, no resultan necesaria-
mente infringidos los principios de igualdad, solidaridad y libertad de movimientos ya que
la Constitución, no exigen un tratamiento jurídico uniforme de los derechos y deberes de
los ciudadanos en todo tipo de materias y en todo el territorio del Estado, lo que sería fron-
talmente incompatible con la autonomía, sino a lo sumo, y por lo que al ejercicio de los de-
rechos y el cumplimiento de los deberes constitucionales se refiere, una igualdad de posi-
ciones jurídicas fundamentales. Por tanto, salvaguardada la identidad básica de derechos
y deberes de los españoles, las cargas fiscales que deban soportar, pueden ser en alguna
medida diferentes. Por consiguiente, el deber básico de contribuir a los gastos públicos es-
tablecido en el artículo 31.1 CE puede tener un tratamiento diferenciado en los Territorios
Históricos, siempre que quede a salvo la igualdad básica de todos los españoles y ello no
suponga un trato fiscal realmente privilegiado».

El TSJPV se pronuncia en el sentido de considerar que «medidas como las enjuiciadas
en este proceso, –tipo impositivo del 32,5 por 100 frente al común del 35 por 100, deduc-
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ción del 10 por 100–, etc..., no pueden ser consideradas en sí mismas, y al margen de otras
consideraciones, como violentadoras de los principios de unidad de mercado, libre compe-
tencia e igualdad de establecimiento constitucionalmente consagrados y dentro de los
márgenes racionales de diversidad que el ordenamiento jurídico contempla». Asimismo,
invoca el TSJPV la Sentencia del Tribunal (en lo sucesivo, TS) de 9 de Diciembre de 2004
del Tribunal Supremo donde se admite la posibilidad de una cierta competitividad fiscal
entre Comunidades Autónomas, con diferentes ofertas de incentivos. En nuestra opinión,
el TS olvida que el resto de Comunidades Autónomas tienen muy limitada capacidad de
competir ya que, por ejemplo, la Comunidad de Castilla y León no puede modificar el tipo
impositivo del Impuesto sobre Sociedades, ni dar «vacaciones fiscales» a las empresas de
nueva creación que se establezcan en esa Comunidad Autónoma, por lo que la capacidad
de competencias de otras Comunidades es prácticamente nula.

En su Sentencia núm. 131/2004, de 27 febrero, el TSJPV enjuicia la Norma Foral
11/2000, impugnada por la Administración Central del Estado, respecto de tres de sus
disposiciones. En la primera, la Norma establece la exigencia de tributar según la nor-
mativa vasca, en el Impuesto sobre el Patrimonio, a las personas físicas que tengan su
residencia habitual en el Territorio Histórico de Bizkaia, por la totalidad de su patrimo-
nio neto, con independencia del lugar donde se encuentran situados los bienes o puedan
ejercitarse los derechos. En la segunda, la Norma Foral establece que cuando un resi-
dente en Bizkaia pase a tener su residencia en otro territorio podrá optar por seguir tri-
butando por obligación personal en Bizkaia. En la tercera, la Norma Foral incluye el in-
cremento del límite de la cuota para practicar deducciones por inversiones en I+D y tec-
nologías en 5 puntos porcentuales, pasando del 40 al 45 por 100, con lo que la diferencia
frente al Estado se eleva en 10 puntos porcentuales las deducciones.

Como se puede apreciar existe una asimetría en la normativa foral expuesta más
arriba ya que si un residente en el País Vasco debe tributar obligatoriamente y sin nin-
guna posibilidad de elección en la Comunidad Vasca independientemente del lugar don-
de tiene los bienes, parece que lo lógico sería que un residente en otra Comunidad Autó-
noma debería tributar obligatoriamente en esa otra Comunidad sin posibilidad de elec-
ción; pues bien, la normativa Vasca en este segundo caso si le permite optar en qué Co-
munidad tributar, por lo que existe una asimetría beneficiosa para la Hacienda Foral
Vasca. A título de ejemplo, supongamos que alguien domiciliado en la ciudad de Soria fi-
ja su nuevo domicilio en algún municipio de Vizcaya, estando situados en la localidad
soriana: todos sus bienes, obligatoriamente debe tributar a la Diputación de Vizcaya,
sin tener opción alguna a seguir tributando en Soria. De modo simétrico a un vizcaíno,
con todos sus bienes radicados en Vizcaya, se traslada a vivir a la ciudad de Soria, pue-
de optar por tributar en Vizcaya o en Soria, y con arreglo a la normativa foral o con la
normativa estatal. 

Respecto la primera de las disposiciones a que nos estamos refiriendo, la Administra-
ción Central ha entendido que la modificación vulnera el principio de mantenimiento de
una presión fiscal equivalente a la existente en el resto del Estado, así como que se co-
arta la libertad de circulación y establecimiento de personas y libre circulación de bien-
es, capitales y servicios en todo el territorio español, ambos principios recogidos en el
art. 4 de la Ley del Concierto. En cuanto a la segunda de las disposiciones, la dictada
Administración Central, considera que contraviene lo establecido en el Concierto Econó-
mico, y ello porque la normativa a aplicar al contribuyente que deja el País Vasco, no se-
ría la estatal, ni se ingresaría en la Hacienda Estatal la deuda, sino que se da opción al
contribuyente para tributar a las Diputaciones Forales y además con la Norma Vasca a
pesar de que ya no radique en el País Vasco. Según la Administración Central el pre-
cepto impugnado, al recaer sobre una materia en la que la Diputación Foral carece de
competencia normativa, incide en vicio de nulidad «ex» art. 62.2 de la Ley 30/1992, por
vulneración de la Ley del Concierto Económico.
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Por su parte, la Juntas Generales de Bizkaia y la Diputación Foral consideran que la
tributación de no residentes en el País Vasco, es reproducción literal de la normativa es-
tatal, de acuerdo a lo acordado en la Comisión Mixta del Cupo 1/2000, de 18 de enero, que
autoriza a los Territorios Históricos a regular de manera idéntica al Estado aquellas ma-
terias que afecten a la tributación de no residentes que obtengan rentas sin mediación de
establecimiento permanente. Y además, la presión fiscal a la que esa regla armonizadora
del Concierto hace referencia debe ser la efectiva y global, conforme interpretan la STS de
19/07/91, y añaden que no toda medida que incida sobre la circulación de bienes y perso-
nas por el territorio nacional es necesariamente contraria a la Constitución, sino que lo se-
rá cuando persiga de forma intencionada la finalidad de obstaculizar la libre circulación o
genere consecuencias objetivas que impliquen el nacimiento de obstáculos y sean despro-
porcionados respecto del fin constitucionalmente lícito que pretenda la medida. Al respec-
to, TSJPV concluye que «sustituir la palabra España por la palabra Bizkaia, y conservar
el mismo texto del art. 21 del RD Ley 3/2000, 23 de junio, no es regular en forma idéntica
a la estatal; ya que el resultado a que lleva la aplicación de una y otra norma es diferente,
y no puede admitirse que sea regulación idéntica (que es lo que se pactó en la Comisión
1/2000) la que produce una consecuencia distinta. Como no es lo mismo el territorio de ré-
gimen común que el territorio español». Por tanto, el TSJPV considera contraria a la
Constitución esta asimetría de la normativa.

Por lo que respecta a la tercera de las disposiciones forales sometidas a enjuiciamien-
to (incremento de las deducciones por I+D) el TSJPV trae a colación STS de 19.07.91
donde se considera que «el hecho de comparar los beneficios tributarios que la Norma
Foral y reconocer que eran mayores que los que la legislación del Estado concede para
los mismos Impuestos y para las mismas situaciones, no determina, sin más, que la pre-
sión efectiva global sea inferior a la existente en territorio Común». En efecto, el TS pre-
cisa que en su criterio hay vulneración del principio de igualdad cuando la normativa
Vasca es copia de la Estatal, pero no cuando es menor el tipo impositivo. En nuestra mo-
desta opinión, también al aplicar un tipo menor a los contribuyentes del País Vasco se
produce lo que el Tribunal denomina como «una consecuencia distinta». Asimismo, apre-
ciamos que el TS introduce un elemento fundamental para analizar la constitucionali-
dad de las Normas Forales, se trata del principio de la Presión fiscal efectiva, al que pos-
teriormente nos referiremos.

Como ya dijimos, también los particulares consideran que algunas Normas Forales
Vascas conculcan los principios constitucionales. Ese es el caso de un ganadero que con-
sidera, que de acuerdo con la Orden del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación
de 8 de junio de 2001, tiene derecho a la subvención por el abandono de la producción
láctea. El Director de Agricultura del Departamento de Agricultura y Pesca del Gobier-
no Vasco deniega esa subvención, a pesar de reconocer, que la solicitud del interesado es
correcta de acuerdo a la citada Orden, en base a que el Ministerio de Agricultura, Pesca
y Alimentación no remitirá fondos a la Comunidad Autónoma para la ejecución de dicho
Programa, por lo que no existen fondos para esa subvención. EL TSJPV, en su Senten-
cia núm. 715/2003, de 30 septiembre, reconoce el derecho del ciudadano recurrente indi-
cando que el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación dictó la Orden que instru-
menta el Programa Nacional de Abandono de la Producción Láctea de aplicación a todo
el territorio nacional, incluyendo la Comunidad Autónoma Vasca, y que la alegación del
Gobierno Vasco sobre la falta de financiación para desarrollar ese plan carece de funda-
mento por cuanto que en las Comunidades de régimen foral, como la Vasca, rige el Con-
cierto Económico que permite que Instituciones propias (Diputaciones Forales) recau-
den los tributos generándose un Cupo a abonar por la Comunidad Autónoma por los ser-
vicios que el Estado presta en la misma lo que permitiría a aquélla descontar del cupo lo
abonado por el Programa de Abandono Voluntario de Producción Láctea, pero no así
percibir directamente los fondos pues ello generaría una doble recaudación; de los tribu-
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tos por un lado, y de las cantidades abonadas por el Estado para el programa, por otro.
En cualquier caso, la falta de entendimiento entre Administraciones en nada puede per-
judicar al ciudadano que pretende acogerse a un programa de subvenciones vigente y
aplicable en la Comunidad Autónoma Vasca. 

En definitiva, el pronunciamiento judicial que hemos expuesto hasta aquí, sitúa la
cuestión en los términos pertinentes: en la medida que el Cupo consiga que se respeten
los principios de igualdad, solidaridad y libertad de movimientos, harán que el Concier-
to sea en la práctica constitucional, y en caso de que esos principios no se cumplan será
más dudosa la constitucionalidad del Concierto Económico del País Vasco. Criterio judi-
cial sostenido también por el TSJPV en su núm. 886/2008 donde se sostiene que la apor-
tación del País Vasco al Estado consistirá en un cupo global, integrado por los corres-
pondientes a cada uno de sus Territorios, como contribución a todas las cargas del Esta-
do que no asuma la Comunidad Autónoma. El régimen debe aplicarse de acuerdo con el
principio de solidaridad constitucional.

1.3. Doctrina jurisprudencial sobre la presión global efectiva

Como hemos indicado anteriormente, lo fundamental es determinar si se mantiene la
presión fiscal igual en todo el territorio nacional, independientemente de la Comunidad
Autónoma de que se trate. Al respecto cabe hacerse algunas preguntas: 

¿La presión fiscal debe ser analizarse por cada individuo en concreto teniendo en
cuenta lo que pagaría en territorio común y en el País Vasco?

¿La presión fiscal debe ser analizada en un único ejercicio o a lo largo de un periodo
superior? Y en este caso ¿en cuántos ejercicios?, ¿el de vigencia del Cupo?, ¿los 4 años de
prescripción?

¿La presión fiscal debe ser analizada teniendo en cuenta sólo un impuesto, o debemos
tener en cuenta todos los tributos? 

¿La presión fiscal debe tener en cuenta la diferencia entre impuestos directos e indirectos? 
¿La presión fiscal debe tener en cuenta del mismo modo los impuestos progresivos

que los impuestos proporcionales? 
¿Cómo se realiza ese cálculo? ¿La metodología es la misma en todos los impuestos?

¿La metodología debe ser diferente en los impuestos directos y en los indirectos? La me-
todología es la misma para los impuestos progresivos en los que los tipos varían en fun-
ción de la renta o del patrimonio?

¿Es la presión fiscal únicamente el cociente entre la recaudación por impuesto y el
PIB, o debería hacerse un análisis de cuál sería la recaudación global para los mismos
contribuyentes (por ejemplo los residentes en el País Vasco) con las Normas Forales y
cuál con las Normas Estatales? Porque es evidente que cuando tratemos un impuesto
progresivo (por ejemplo el IRPF) es importante el nivel de renta, y el País Vasco tiene el
nivel de renta más alto de toda España.

Una palabra encierra la clave para el análisis, y es la palabra «global». Destacamos
dos sentencias como las llaves para desvelar esa clave: Las STS de 19 julio 1991 y 7 fe-
brero 1998. En la primera, lo que se enjuicia es si la Norma Foral nº 4/1986 (7) implica

JAVIER VICENTE MATILLA /  «Constitucionalidad, legalidad y justicia del Concierto Económico con el País Vasco»

– 163 –

(7) Norma Foral nº 4, de 22 de abril de 1986, de las Juntas Generales de Guipúzcoa sobre in-
centivos fiscales a la inversión. Boletín Oficial de Guipúzcoa de 29 de abril 1986.



una presión fiscal efectiva global inferior a la del territorio común cuando establece bo-
nificaciones en los Impuestos sobre Sociedades, Transmisiones Patrimoniales, Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas, Contribución Territorial Urbana, y Licencia Fis-
cal del Impuesto sobre Actividades Comerciales e Industriales, dado que comporta para
los contribuyentes en el País Vasco ventajas si se compara con los beneficios que para
tales Impuestos se establece en el Ordenamiento Jurídico aplicable al resto del Estado
Español. En concreto, la cuestión se plantea en los siguientes términos: los beneficios,
que afectan no sólo a un impuesto y a un ejercicio, sino a varios impuestos y varios años
¿conculcan el principio de presión efectiva global y los de coordinación y armonización
fiscal; menoscaban las posibilidades de competencia empresarial, distorsionan las asig-
naciones de recursos y el libre movimiento de capitales y mano de obra? 

La pregunta que se acaba de formular encuentra en la STS de 19 julio 1991 la si-
guiente respuesta: el hecho de que la normativa Foral conceda bonificaciones superiores
a las establecidas por la legislación estatal, no determina, sin más, que la presión efec-
tiva global sea inferior a la existente en territorio Común, si bien reconoce que el Con-
cierto ha tenido la previsión de que esa Norma sea redactada en tales términos que pue-
da ser interpretada de varias maneras ya que puede serlo en el sentido de que la presión
fiscal a considerar sea la que afecta a todo un ejercicio y al conjunto de tributos o puede
ser también interpretada en relación con cada Impuesto determinado o incluso con rela-
ción a un solo sujeto pasivo. Asimismo, el TS, al respecto de lo que dispone el artículo 41-
2 del Estatuto de Autonomía, aprobado por Ley Orgánica, el 18 de diciembre de 1979
(8), dice: «no puede sostenerse que en un Territorio Histórico sea obligado mantener ni
los mismos tipos impositivos, ni las mismas bonificaciones que se conceden para el resto
del Estado, ya que ello implicaría que el legislador fiscal es un mero copista con lo que la
autonomía legislativa, desaparece». Respecto de la problemática del tipo de presión fis-
cal el TS considera que la presión fiscal a tener en cuenta es la producida por todo un
sistema tributario, no por uno solo o por varios tributos y en el caso enjuiciado solamen-
te se examinan los beneficios de cinco de ellos; en definitiva, entiende el TS que la única
operativa posible consiste en comparar el conjunto de tributos, referido a uno o varios
ejercicios económicos, de cuya comparación resultará la consecuencia de si existe o no
una mayor o una menor presión fiscal. En nuestra opinión, al iter interpretativo del TS
le falto un último y esencial paso: cómo se calcula esa presión fiscal global de todos los
tributos, y si es suficiente un ejercicio o son precisos varios. Igualmente consideramos
que cuando el Tribunal Supremo indica que la concesión de una bonificación superior a
la estatal, puede ser compensada por la inexistencia de otras bonificaciones en ése o en
otros impuestos, con una reducción o elevación de tipos, incluso con una agravación de
sanciones, a efectos de apreciar la presión fiscal efectiva global, debería haber buscado
algún ejemplo, pero no lo hace.

En la STS de 7 de febrero de 1998, es analizada la Norma Foral núm. 8/1988 que re-
gula la deducción, en el Impuesto sobre Sociedades y en las actividades empresariales
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, del 20 por 100 del importe de las
inversiones, que se incrementa en un 5 por ciento si ésta genera empleo, y otro 20 por
ciento por la realización de inversiones de especial interés tecnológico pudiendo dedu-
cirse tanto en ese ejercicio como en los cuatro ejercicios siguientes (en el caso del IRPF
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(8) Artículo 41-2 del Estatuto de Autonomía, aprobado por Ley Orgánica, el 18 de diciembre de
1979: «Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y
regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositi-
va del Estado, a las normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Es-
tado y a las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad Au-
tónoma»



se precisa que el importe comprobado del valor del patrimonio del contribuyente al fina-
lizar el proceso exceda del valor que arrojase su comprobación al comienzo del mismo,
por lo menos en el 30 por 100 de la cuantía de la inversión) concediéndose libertad de
amortización de los bienes en que consistan las nuevas inversiones; además, en el Im-
puesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados se establece
una bonificación del 95 por 100 de la cuota para los actos y contratos sujetos al Impues-
to que se correspondan con las inversiones computables. Antes de entrar a concretar los
argumentos del Tribunal, es necesario recordar que estos beneficios fiscales sólo eran
aplicables a las personas jurídicas y físicas que tuvieran su domicilio fiscal en el Terri-
torio Histórico de Vizcaya y operasen exclusivamente en el País Vasco, en el caso de las
primeras, y con residencia habitual en Vizcaya, con desarrollo de la actividad empresa-
rial incentivada exclusivamente en el País Vasco para las, segundas. Como podemos
apreciar en esta Norma Foral solamente se establecen beneficios fiscales en tres im-
puestos, frente a los cinco que implicaba Norma Foral nº 4 de las Juntas Generales de
Guipúzcoa. Veamos a continuación los planteamientos sostenidos al respecto de las dis-
posiciones de la Norma Foral num, 8/1988, por el Abogado del Estado y las Juntas Ge-
nerales de Vizcaya, Diputación Foral de Vizcaya y el propio Gobierno Vasco. 

El Abogado del Estado, en sus alegaciones, considera que «la Norma Foral Vizcaína
ha vulnerado el principio constitucional de igualdad, ya que resultan beneficiadas las
personas o entidades a las que se aplique, lo que implica privilegios fiscales que menos-
caban la competencia empresarial o distorsionan la asignación de recursos o el libre mo-
vimiento de capitales y mano de obra, y que estos efectos perversos de la norma se ven
agravados y agrandados ya que el anterior Concierto se aplicaba según el criterio del do-
micilio fiscal en territorio foral, mientras que tras la reforma de la Ley de Concierto se
suprime el requisito de operar exclusivamente en el País Vasco y únicamente queda el
de la necesidad de que las inversiones se localicen en territorio foral, y estos beneficios
fiscales implican en definitiva una presión fiscal efectiva global inferior a la existente en
territorio común». Por el contrario, las Juntas Generales de Vizcaya, Gobierno Vasco y
Diputación Foral de Vizcaya, opinaban:

– Que el ámbito de aplicación de la Norma Foral, sobre empresas que operan exclu-
sivamente en territorio Vasco, es una consecuencia del Concierto Económico.

– Que la desigualdad de trato entre personas o entidades que tributan en el País
Vasco y en territorio común, a favor de las primeras, no puede basarse en ejemplos
numéricos, ni en la comparación tributo a tributo, sino observando el sistema tri-
butario en su conjunto. Por lo tanto la Norma Foral 8/1988 no iba contra del prin-
cipio constituciones de la igualdad, y las medidas incentivadoras no son privilegios,
sino tratamientos singulares en atención a circunstancias también singulares. 

– Que tendría que haberse intentado probar la incidencia de los incentivos fiscales
forales en la recaudación de todos los tributos, habiéndose acreditado, por el con-
trario, que la presión fiscal efectiva global en Vizcaya es superior a la del resto de
España. 

– Que en numerosas sentencias se ha mantenido que: «la autonomía tributaria de los
Territorios Históricos no puede reducirse a la mera transcripción de las normas fis-
cales del Estado». 

– Que no ha sido conculcada por la Norma Foral la prohibición de medidas que im-
plican menoscabo de la competencia empresarial, distorsión en la asignación de re-
cursos o el libre movimiento de capitales y mano de obra. 

Por último, la Diputación Foral de Vizcaya indicaba que la Norma Foral 8/1988 fue
objeto de decisión 93/337/CEE, de 10 mayo 1993, donde se establecía que se afectaba el
artículo 52 del Tratado de la Comunidad Económica Europea y que para resolver tal
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cuestión se dictó la Ley 42/1994, de 30 diciembre donde se indicó que los residentes en la
Unión Europea que no lo sean en España, y que realicen inversiones en el País Vasco,
pero que tributan con arreglo a la legislación española del territorio común, tendrán de-
recho, al reembolso por la Administración Tributaria del Estado de las cantidades que
hubieran pagado efectivamente en exceso con respecto al supuesto de haberse acogido a
la legislación propia de dichas Comunidades Autónomas o Territorios Históricos. 

Por su parte, el TS, al igual que ya lo hizo en la sentencia de 19 de julio de 1991, en su
sentencia de 7 de febrero de 1998, reconoce la dificultad de determinar la «presión fiscal
efectiva global», concepto que para el Tribunal es indeterminado jurídica y económica-
mente, pero hace notar el hecho de que haya sido necesaria la disposición adicional 8.ª
de la Ley 42/1994 para que los residentes en la Unión Europea, que no lo sean en Espa-
ña y que por ello deban someterse a la legislación tributaria del Estado, pero sin poder
acogerse a la del País Vasco en el que operen, sean reembolsados del exceso de los im-
puestos abonados, calculándose la diferencia entre el importe pagado en aplicación del
sistema fiscal del territorio común y el derivado del régimen foral; resulta patente la
desigualdad y la diferencia de efectiva presión tributaria global en el interior del espa-
cio fiscal Español. En efecto, empresas españolas que operen en el País Vasco, pero con
domicilio fiscal fuera de él, y que por tanto también son residentes en la Unión Europea,
no tendrán derecho a reembolso alguno por la reconocida diferencia en los tributos que
abonen y quedarán en desventaja competitiva no sólo respecto de la empresas someti-
das al régimen del País Vasco, sino también de las de los demás Estados miembros de
dicha Unión Europea que ejerzan actividades en el País Vasco. 

De lo expuesto hasta aquí cabe destacar, a la luz del contenido de la STS de 7 de fe-
brero de 1998, de modo particular lo que en nuestra opinión constituyen auténticas pa-
radojas.

– Que las propias Juntas Generales de Vizcaya, Gobierno Vasco y Diputación Foral de
Vizcaya reconozcan la desigualdad fiscal al indicar «a desigualdad de trato entre per-
sonas o entidades de régimen especial y común, a favor de las primeras», es decir que
reconocen que la tributación es inferior en el País Vasco, y comparen la Norma Foral
con normas de incentivos regionales de otras regiones de España, ignorando, o mas
bien olvidando, la diferente posición que tiene el País Vasco con la renta per cápita
más alta de España y superior a la media europea, con regiones en las que la renta
per cápita es muy inferior, mucho menor de la media española y europea.

– Que se mantenga la afirmación de que está probado que la presión fiscal efectiva
global en Vizcaya es superior a la del resto de España, pero sin que se indique ni
como se ha realizado tal acreditación ni en cuanto.

– Que la normativa de territorio común deba ser modificada reconociendo a los resi-
dentes en cualquier país de Europa que no sean residentes en España, pero que
efectúen inversiones en el País Vasco, los mismos beneficios que los reconocidos en
las normas Forales, por lo tanto los únicos perjudicados son los residentes en Es-
paña, pero fuera del País Vasco y que efectúen en esa Comunidad inversiones. En
definitiva que como consecuencia de la Normativa Foral se deba modificar la esta-
tal, y en esta modificación, el Estado, y no la Comunidad Autónoma Vasca, es el
que carga con la devolución de esos incentivos fiscales, sin que nos conste ninguna
compensación por ello en el cupo. Por lo tanto, creemos que esto es un indicio de la
falta de autonomía económica del País Vasco que no asume los costes económicos
de las políticas fiscales en el sentido que establece el Tribunal de Justicia de las Co-
munidades Europeas a que nos referiremos posteriormente.

Creemos que el Tribunal, además de reconocer la dificultad de definir y calcular la
«presión fiscal efectiva y global», ha cambiado radicalmente de criterio pues ya no habla
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de comparar el conjunto de tributos, referido a uno o varios ejercicios económicos; ahora
se está refiriendo a un solo aspecto de dos tributos y a un solo ejercicio (la actividad em-
presarial en el Impuesto sobre la renta de las Personas Físicas y en el Impuesto sobre
Sociedades), cambio de criterio sustancial sobre todo si lo ponemos en relación con lo in-
dicado por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (en lo sucesivo, TJCE
para quien serán las jurisdicciones nacionales las que deben determinar si existe auto-
nomía económica, y así decidir si una norma es o no contraria al tratado Europeo. Así, si
un residente en La Rioja con un negocio en el País Vasco, está sometido al régimen co-
mún y no se le aplican las bonificaciones vascas, ello es suficiente para que el Tribunal
Supremo dictamine en este caso que la presión fiscal efectiva global es diferente.

No toda la doctrina está de acuerdo con la STS de 7 febrero 1998. Así en Jurispru-
dencia Tributaria Aranzadi (9), al analizarse dicha sentencia se dice que para que una
presión fiscal efectiva global sea inferior a la que exista en territorio común ha de tra-
tarse de una diferencia significativa, que por sus proporciones sea susceptible de influir
de forma relevante en las decisiones sobre la ubicación de las empresas; la citada publi-
cación añade que la localización de empresas se encuentra a veces obstaculizada por los
impuestos. Nosotros entendemos que debería decir «facilitada», ya que existe una clarí-
sima tendencia a que las empresas se localicen en los territorios denominados «paraísos
fiscales», o donde existan «vacaciones fiscales» en los que la tributación es menor. La-
mentablemente tampoco aclara la publicación de referencia, ni que es una diferencia
significativa, ni como se mide, ni tan siquiera especifica cómo se determina la presión
fiscal, pero entiende que «si basta una diferencia de régimen jurídico para que se en-
tienda que hay desigualdad y diferencia de presión fiscal efectiva global, el acta de de-
función del régimen foral vasco está firmada». Creemos que esto no sucedería si en la
misma normativa foral existieran disposiciones que reducen la presión fiscal y otras que
la aumenten, de modo que el resultado de ambas se compensaran, de forma global, para
todos los contribuyentes y por lo tanto no se modificara esa presión fiscal; sin embargo,
como ya hemos indicado anteriormente, casi todas las disposiciones del País Vasco son
normas para reducir la carga impositiva de las entidades que tributan en esta Comuni-
dad, con el fin de atraerlas a su jurisdicción y por lo tanto, el hecho de bajar impuestos
se compensa con un mayor número de contribuyentes, lo que da en definitiva una mayor
recaudación en ese Territorio. Estamos absolutamente de acuerdo, y suscribimos todas
las palabras, cuando se afirma que «se ha perdido una buena oportunidad de progresar
en la definición de unos criterios jurisprudenciales prudentes y ponderados que la inde-
terminación de las normas vigentes demanda». 

Como vemos dos son las tesis mantenidas por la jurisprudencia; unas veces, se afirma
que la presión fiscal debe ser analizada para todo el sistema fiscal y uno o varios ejerci-
cios, y otras que la presión fiscal es la correspondiente a un ejercicio, un impuesto e in-
cluso un aspecto del impuesto. Las Sentencias posteriores a las más arriba examinadas
se inclinan hacia una tesis o hacia la otra, generalmente en función de si el aspecto con-
trovertido ha sido analizado por Instancias Europeas, en cuyo caso generalmente se in-
clina a la tesis de la STS de 1998, mientras que si no se ha sometido a consideración en
la Comisión o el Tribunal Europeo, la respuesta suele coincidir con la STS de 1991. Así,
la STS 131/2004 vuelve a establecer que «la presión fiscal a considerar es la que afecta a
todo un ejercicio y al conjunto de tributos y que la interpretación de que hay que compa-
rar la presión fiscal por cada Impuesto determinado o incluso con relación a un solo su-
jeto pasivo, no es correcta. Y la única interpretación posible es comparar el conjunto de
tributos, referido a uno o varios ejercicios económicos, de cuya comparación resultará la
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País Vasco», Jurisprudencia Tributaria Aranzadi, vol. III. Editorial Aranzadi, Pamplona. 1997.



consecuencia de si existe o no una mayor o una menor presión fiscal». A la misma con-
clusión llegan las STS de 28 de mayo de 2008 y de 22 enero 2009. Ésta esta última Sen-
tencia se plantea si la Norma 3/1996 (10) provoca una menor presión fiscal respecto a la
que existe en territorio común. En efecto, la deducciones en el País Vasco por la activi-
dad de investigación científica e innovación tecnológica son del 15 por 100 frente al 10
por 100 del territorio común, las deducciones por lograr la norma ISO 14000 son del 15
por 100 en el País Vasco, mientras que no existen en el Territorio Común; por lo que se
refiere a la deducción por adquisición de vehículos nuevos comerciales o industriales, no
se requiere previa aprobación administrativa y el tipo es del 15 por 100, superior al del
territorio común. El régimen de infracciones y sanciones también es diferentes en el Pa-
ís Vasco: la reducción es del 40 por 100, y se suprime el criterio de «la cuantía del per-
juicio económico ocasionado a la Hacienda Pública» que en territorio común agrava la
sanción; en cuanto a la reducción en caso de conformidad del sujeto pasivo, es del 40 por
100 en el importe de la sanción en lugar del 30 por ciento que se da en territorio común.
Por último, en la Norma Foral se impone sanción sólo por no ingresar las cantidades re-
tenidas, cuando en territorio común se sanciona también por las cantidades que se de-
bieron retener. Como se puede apreciar en todos los casos se produce un beneficio para
los contribuyentes que tributan en la Comunidad Autónoma Vasca.

En la ya citada STS de 22 enero 2009, se reconoce que hay que tener en cuenta la pre-
sión «efectiva y global», debiendo entenderse por tal «la producida por todo un sistema
tributario, no por uno solo o por varios tributos», y que no se puede llegar a la conclusión
de que «la concesión de una bonificación superior a la estatal», puede suponer una pre-
sión fiscal menor que la de territorio común. La STS de 18 enero 2010, también mantie-
ne dicha tesis si bien con algún matiz, ya que diferencia entre los tributos concertados de
normativa autónoma (Impuestos sobre la Renta de la Persona Física, sobre Sucesiones y
Donaciones, sobre el Patrimonio y sobre Sociedades, para aquellos que tributan exclusi-
vamente a las Diputaciones Forales) y los concertados de normativa común (Impuesto so-
bre Sociedades en los demás casos y los indirectos). «No cabe exigir para los primeros un
mimetismo ciego» de las previsiones comunes; en la segunda clase de figuras impositivas
«el principio de armonización deja un margen más estrecho a las instituciones forales».
El problema principal, no obstante, queda sin resolver, ya que en ninguna de las STS ci-
tadas se indica cómo ha de medirse esa «presión fiscal efectiva y global».

1.4. La Jurisprudencia europea y las Normas Forales

Seguidamente efectuaremos, por considerarlo de interés a efectos ulteriores, un bre-
ve recordatorio de la posición mantenida por Instituciones comunitarias (Comisión y
Tribunal de Justicia de la Unión Europea) acerca de la compatibilidad con el Derecho
Comunitario de determinadas normas forales. 
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(10) Esta norma se refiere a la deducción por actividades de investigación científica e innova-
ción tecnológica, a la deducción por adaptación a la normas ISO 14000, a la deducción por adquisi-
ción de vehículos nuevos comerciales o industriales de transporte por carretera que contribuyan
efectivamente a reducir la contaminación atmosférica. Además, modifica dos porcentajes de los
criterios sancionadores, uno referido a la cuantía del perjuicio económico ocasionado a la Hacienda
Pública y el otro a la falta de ingreso de tributos repercutidos, y por último, se modifica, la sanción
de ingresos a cuenta correspondientes a retribuciones en especie o de cantidades retenidas de cual-
quier impuesto.



A) Comisión Europea 

La Comisión ha valorado negativamente el sistema de ayudas fiscales a la inversión
en el País Vasco establecido por las ya citadas Normas Forales 28/1988 (Álava), 8/1988
(Vizcaya) y 6/1988 (Guipúzcoa) (11), al considerarlas contrarias al derecho comunitario:
las empresas a las que se aplican las ayudas del sistema Vasco «se ven favorecidas en el
sentido de que sus inversiones les resultan menos costosas, por ello entiende que este
sistema puede falsear la competencia, dado que refuerza la posición financiera y las po-
sibilidades de acción de las empresas beneficiarias frente a sus competidores que no dis-
frutan del mismo. En la medida en que este efecto se produce en el marco de los inter-
cambios intracomunitarios, el sistema falsea la competencia y afecta a los intercambios
entre Estados miembros en la medida en que las empresas beneficiarias exportan una
parte de su producción a los demás Estados miembros; de igual manera, cuando estas
empresas no exportan, la producción nacional se ve favorecida en la medida en que dis-
minuyen las posibilidades de las empresas establecidas en otros Estados miembros de
exportar sus productos al mercado español.»

En definitiva la Comisión concluye que la normativa foral de referencia es contraria a
la libertad de establecimiento prevista en el artículo 52 del Tratado. No obstante, dadas
las peculiaridades del caso y, el carácter histórico de las relaciones fiscales entre el Es-
tado y el País Vasco, recomienda un período transitorio, hasta el final del año 1993, pa-
ra poner fin a las distorsiones mencionadas y ajustar de este modo el sistema de ayudas
fiscales de que se trata al Derecho comunitario. Por lo demás, interesa, dada la impor-
tancia que tienen en orden al enjuiciamiento de la normativa foral española, traer a co-
lación una puntualización que la Comisión sitúa en primer plano y en virtud de la cual
llega a conclusión distinta respeto de otros casos planteados: el País Vasco es una región
NUTS II cuyo PIB por habitante, es superior al 75 por 100 de la media comunitaria, y
que asciende al 89 por 100 de ésta (media de los años 1986 a 1990), de ahí que no sea
aplicable la excepción contenida en la letra a) del apartado 3 del artículo 92 del Tratado
pues solo procede cuando se trata de regiones en las que el nivel de vida sea anormal-
mente bajo o en las que exista una grave situación de subempleo, en cuyo caso podrían
considerarse compatibles con el mercado común las ayudas destinadas a favorecer la ac-
tividad económica regiones menos desarrolladas y con un nivel de renta inferior. La
apuntada circunstancia es la causa determinante de que la Comisión no diera al caso es-
pañol el mismo tratamiento que al «caso portugués» planteado en relación con el Decre-
to Legislativo Regional núm, 2/99, de 20 de enero, relativo a las Azores. 

Por otra parte el 20 de diciembre de 2001 la Comisión declaró como ilegales las nor-
mas forales conocidas como «vacaciones fiscales (12) por las que quedaban exentas del
Impuesto sobre Sociedades durante un período de 10 ejercicios fiscales las sociedades
que se crearan hasta el 31 de diciembre de 1994, siempre que cumplan los siguientes re-
quisitos.

a) Que tuvieran un capital mínimo de 20 millones de pesetas (120.202,42 ), y estu-
viera totalmente desembolsado.

b) Que no tributaran en el régimen de transparencia fiscal.
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(11) de 1 julio, de las Juntas Generales de Vizcaya. (en el Boletín Oficial de Vizcaya aparece co-
mo Norma Foral 6/1988, si bien la fórmula de promulgación la designa como Norma Foral 8/1988).

(12) Norma Foral 11/1993 de 26 de junio de la Diputación de Guipúzcoa, Norma Foral 5/1993
de 24 de julio de la Diputacion de Vizcaya y Norma Foral 18/1993 de 5 de julio de la Diputación de
Álava 



c) Que no se hubieran sido creadas como consecuencia de una operación de transfor-
mación, fusión, escisión o aportación de activos.

d) Que la actividad no se hubiera ejercido anteriormente bajo otra titularidad.
e) Que la actividad empresarial se ejerciera en local o establecimiento donde no se

hubiera realizado ninguna otra actividad por cualquier persona física o jurídica.
f) Que se realizaran inversiones hasta el 31 de diciembre de 1995 de 80 millones de

pesetas (480.809,68 ).
g) Que se creara al menos 10 puestos de trabajo dentro de los 6 meses siguientes a su

constitución y mantengan en ese número el promedio anual de plantilla durante
el período de la exención.

h) Que no tributara en régimen de tributación consolidada.
Esta exención no alcanzaba en ningún caso a los rendimientos de capital mobiliario

ni a los incrementos de patrimonio, que tributarán al tipo mínimo del 25 por 100 por es-
te Impuesto.

Esta declaración de la Comisión sobre que estos incentivos son ayuda de Estado fue
recurrida por las Diputaciones y fue resuelta en Primera instancia por el Tribunal Ge-
neral en diciembre de 2006, y recurrida en segunda instancia ante el Tribunal de Lu-
xemburgo que la ha ratificada el 9 de junio de 2011.

Esta sentencia y las sucesivas que previsiblemente sigan el mismo criterio y que se
refieren a las normas que conceden beneficios fiscales a partir de 1995 (13) ponen de
manifiesto la privilegiada situación que tienen las empresas vascas respecto a las del
resto de Comunidades Autónomas y vienen a incidir en la injusticia tributaria y la ven-
taja fiscal que tiene esta Comunidad respecto al resto del territorio. Y lo que realmente
es censurable es que el Tribunal haya tardado 17 años en dictar esta sentencia, y que ha
posibilitado que durante estos años se hayan dictado multitud de disposiciones que en la
práctica han provocado una deslealtad fiscal.

B) Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.
En este punto traeremos a colación la Sentencia TJCE 11-9-2008 en que se resuelve

la reclamación de la Comunidad Autónoma de Castilla y León y otros, contra la Diputa-
ción Foral de Álava y otros, por razón del contenido de la Norma Foral 7/2005 de de las
Juntas Generales de Vizcaya (14), el Decreto Foral Normativo de Urgencia Fiscal
2/2005, de 24 de mayo del Consejo de Diputados de Álava (15) y el Decreto Foral
32/2005, de 24 de mayo, de la Diputación Foral de Guipúzcoa (16). Dicho contenido pue-
de resumirse en los siguientes términos: i) Fijación del tipo de gravamen del Impuesto
sobre Sociedades, con carácter general, en el 32,5 por 100 (en territorio común, el 35 por
100 [17]); ii) Establecimiento de una deducción de la cuota líquida del 10 por 100 del im-
porte de las inversiones que se realicen en activos fijos materiales nuevos afectos al des-
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(13) Norma Foral 24/1996 de la Diputación de Álava. Norma Foral 2/1996 de la Diputación de
Vizcaya y Norma Foral 7/1996 de la Diputación de Guipúzcoa por las que se concede un crédito fis-
cal del 40% de la inversión en activos fijos. 

(14) Que modifica la Norma Foral sobre Sociedades 3/1996, de 26 de junio.
(15) Convalidado por Acuerdo de 13 de junio de 2005 de las Juntas Generales de Álava, que

modifica la Norma Foral del Impuesto sobre Sociedades 24/1996, de 5 de julio.
(16) Que modifica, la Norma Foral del Impuesto sobre Sociedades 7/1996, de 4 de julio.
(17) Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades para el territorio común aproba-

do por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.



arrollo de la explotación económica de la entidad (deducción no existente en la Ley co-
mún española relativa al Impuesto sobre Sociedades). 

Para resolver la cuestión (las normas impugnadas constituyen o no medidas selecti-
vas y por lo tanto ayudas de Estado. lo que implicaría considerarlas contrarias al dere-
cho comunitario) el TJCE, en primer lugar, deja sentado que una medida adoptada por
una entidad infra-estatal será válida siempre que las autoridad regional o local lo haga
en el ejercicio de facultades legislativas. En segundo lugar, el TJCE entiende que una
medida no podrá calificarse de selectiva siempre que se cumplan tres requisitos: a) Que
desde el punto de vista constitucional, la entidad infra-estatal que adopte la medida
cuente con un estatuto político y administrativo distinto del Gobierno central; b) La de-
cisión debe haber sido adoptada sin que el Gobierno central haya podido intervenir di-
rectamente en su contenido, y, c) Las consecuencias financieras derivadas de una re-
ducción del tipo impositivo nacional aplicable a las empresas localizadas en la región no
deben verse compensadas por ayudas o subvenciones procedentes de otras regiones o del
Gobierno central. Por otra parte, el TJCE concluye en que no existen ayudas de Estado
si se dan tres condiciones: a) Autonomía Institucional; b) Autonomía Procedimental, y c)
Autonomía Económica.

a) Autonomía Institucional, que significa existen Instituciones de las Entidades In-
fra-estatales Autónomas que no dependen de la Administración Central. En el ca-
so enjuiciado, la concurrencia de ésta condición no ofrece duda para el TJCE: la
entidad infra-estatal está compuesta a la vez por los Territorios Históricos y por la
Comunidad Autónoma del País Vasco, y, al poseer un estatuto político y adminis-
trativo distinto al del Gobierno central, cumplen el criterio de la autonomía insti-
tucional. 

b) Autonomía procedimental, concurrente si la autoridad infra-estatal adopta las me-
didas en el ejercicio de atribuciones suficientemente autónomas, y sin que el Go-
bierno central pueda intervenir directamente en su contenido. La autonomía pro-
cedimental no excluye que se establezca un procedimiento de conciliación para pre-
venir conflictos, pero siempre respetando que la decisión final se tomada al por la
entidad infra-estatal y no por el Gobierno Central. El TJCE considera que en el ca-
so existe esa autonomía, pero ante determinadas dudas deja a los Tribunales espa-
ñoles la decisión sobre si se cumple o no el principio de autonomía procedimental.

c) Autonomía económica, para cuya consecución la entidad infra-estatal no sólo debe
disponer de competencia para adoptar las medidas de reducción del tipo impositi-
vo, también tiene que asumir las consecuencias políticas y financieras de tal me-
dida. Es necesario que las consecuencias financieras de una reducción del tipo im-
positivo aplicable a las empresas localizadas en la región no se vean compensadas
por ayudas o subvenciones procedentes de otras regiones o del Gobierno central.
Para que exista autonomía política y tributaria, dice el TJCE, es preciso que
«…que la entidad infra-estatal asuma las consecuencias políticas y financieras de
una medida de reducción del impuesto. No sucederá así cuando la entidad no asu-
ma la gestión del presupuesto, es decir, cuando no posea el control tanto de los in-
gresos como de los gastos». Parece que la descrita situación es en la que se en-
cuentran, según el TJCE, los Territorios Históricos, que únicamente serían com-
petentes en materia tributaria, incumbiendo las demás competencias a la Comu-
nidad Autónoma del País Vasco, sin que pueda comprometer la existencia de au-
tonomía financiera disposiciones como las relativas a la aplicación del principio de
solidaridad, de armonización fiscal. Por otra parte, el TJCE deja expuestas acerca
de la independencia económica de las instituciones Vascas pues las transferencias
financieras entre el Estado español y la Comunidad Autónoma del País Vasco se
rigen por el Concierto Económico y la Ley del Cupo (en ocasiones el TJCE ha cali-
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ficado el proceso de determinación del Cupo y el propio sistema autonómico como
particularmente complejo). También en este punto, ante las dudas que se le plan-
tean, el TJCE decide sean los Tribunales españoles los que resuelvan la cuestión.

En nuestra opinión la decisión del TJCE en el caso español hasta aquí expuesto po-
dría haber sido la misma que en el caso ya anteriormente citado de las Azores (las me-
didas para dicho territorio se califican como contrarias al Derecho comunitario por falta
de autonomía financiera), pero no ha sido así por cuanto que dicho Tribunal no ve a los
Territorios históricos como entidad infra-estatal, ni la Comunidad Autónoma del País
Vasco, sino un híbrido de ambas, que jurídicamente no existe.

El Tribunal de Luxemburgo, después del fallo sobre las denominadas «vacaciones fisca-
les» al que nos hemos referido anteriormente (18) tiene pendiente de resolución diversas
normas forales, alguna de ellas tratadas en el presente trabajo, que previsiblemente se-
guirán la misma dirección que esta sentencia en el sentido de considerarlas ilegales y por
lo tanto nulas. Las citadas sentencias se prevé que se dicte a finales de junio de 2011. 

2. EL CONCIERTO ECONÓMICO CON LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DEL
PAÍS VASCO: LAS PECULIARIDADES DE LA NORMATIVA
ESTABLECIDA EN EL CASO DEL IMPUESTO SOBRE EL VALOR
AÑADIDO

Como recuerda la Exposición de Motivos de la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que
se aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco (en lo
sucesivo, el Concierto), «el marco jurídico-positivo del Concierto Económico tiene su ele-
mento fundamental en la disposición adicional primera de la Constitución, en virtud de
la cual se amparan y respetan los derechos históricos de los territorios forales, a la vez
que se ordena la actualización general de dicho régimen foral en el marco de la propia
Constitución y del Estatuto de Autonomía». En desarrollo del mandato constitucional, el
Estatuto de Autonomía para el País Vasco aprobado por Ley Orgánica 3/1979, de 18 de
diciembre, establece el principio según el cual «las instituciones competentes de los te-
rritorios históricos del País Vasco pueden mantener, establecer y regular su propio sis-
tema tributario». Asimismo, dicho Estatuto dispone que las relaciones tributarias ven-
drán reguladas mediante el sistema foral tradicional de concierto económico o conve-
nios, pieza esencial para la ordenación de las relaciones de índole financiera y tributaria
entre el Estado y el País Vasco. En el Concierto se recogen, en la terminología empleada
por la anteriormente citada Exposición de Motivos, los flujos financieros entre las di-
chas Administraciones.

Sabido es que el primer Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País
Vasco fue aprobado (con vigencia hasta 31 de diciembre de 2001) por la Ley 12/1981, de
13 de mayo, y el vigente, por Ley 12/2002, de 23 de mayo, con vigencia indefinida. Del
vigente Concierto interesa, a efectos de nuestra exposición, recordar el contenido de al-
gunos de sus preceptos. Así, el artículo 1 («Competencias de las Instituciones de los Te-
rritorios Históricos») dispone:

«Uno. Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener,
establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen tributario. 
Dos. La exacción, gestión, liquidación, inspección, revisión y recaudación de los tribu-
tos que integran el sistema tributario de los Territorios Históricos corresponderá a
las respectivas Diputaciones Forales.»
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Las disposiciones del artículo que se acaba de reproducir en su literal, tienen su com-
plemento necesario en las que incluyen los artículos 2 («Principios generales») y 3 («Ar-
monización fiscal»). Del conjunto de Principios y Normas de armonización que se rela-
cionan en los indicados preceptos extraeremos lo siguiente:

– El sistema tributario que se establezca en los Territorios Históricos seguirá, entre
otros, el principio de «Respeto de la solidaridad en los términos prevenidos en la
Constitución y en el Estatuto de Autonomía».

– En orden a la consecución de la necesaria armonización fiscal, los Territorios His-
tóricos, en la elaboración de la normativa tributaria, deberán mantener una pre-
sión fiscal efectiva global equivalente a la existente en el resto del Estado y respe-
tar y garantizará la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la li-
bre circulación de bienes, capitales y servicios en todo el territorio español, sin que
se produzcan efectos discriminatorios, ni menoscabo de las posibilidades de compe-
tencia empresarial ni distorsión en la asignación de recursos.

En paralelo con las competencias exclusivas reconocidas a las Instituciones de los Te-
rritorios Históricos se sitúan las también lo son del Estado, enumeradas por el artículo
5 del Concierto y entre las que se encuentra las de regulación, gestión, inspección, revi-
sión y recaudación de los derechos de importación y de los gravámenes a la importación
en los Impuestos Especiales y en el Impuesto sobre el Valor Añadido. Respecto de éste
último impuesto, el artículo 26 del repetido Concierto establece que «es un tributo con-
certado que se regirá por las mismas normas sustantivas y formales establecidas en ca-
da momento por el Estado. No obstante las instituciones competentes de los Territorios
Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso que contendrán, al me-
nos, los mismos datos que nos del territorio común y señalar plazos de ingreso para ca-
da periodo de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la
Administración del Estado.»

Como ya dijimos inicialmente, y así se explicita en la Exposición de Motivos de la Ley
12/2002, el Concierto debe recoger los flujos financieros entre las Administraciones con-
cernidas Las relaciones financieras entre el Estado y el País vasco se regirán, según el
artículo 48 del Concierto, entre otros, por los siguientes principios: i) Autonomía fiscal y
financiera de las instituciones del País Vasco para el desarrollo y ejecución de sus com-
petencias; ii) Respeto de la solidaridad en los términos prevenidos en la Constitución y
en el Estatuto de Autonomía y, iii) Contribución del País Vasco a las cargas del Estado
que no asuma la Comunidad Autónoma, en la forma que se determina en el Concierto.
El artículo 49 del repetido Concierto dispone que «La aportación del País Vasco al Esta-
do consistirá en un cupo global, integrado por los correspondientes a cada uno de sus Te-
rritorios Históricos, como contribución a todas las cargas del Estado que no asuma la
Comunidad Autónoma del País Vasco».

2.1. Algunas breves consideraciones acerca del Cupo y el método para su
cálculo

Según lo dispuesto por el artículo 51 del Concierto cada cinco años, mediante ley vo-
tada por las Cortes Generales, previo acuerdo de la Comisión Mixta del Concierto Eco-
nómico, se procederá a determinar la metodología de señalamiento del cupo que ha de
regir en el quinquenio, conforme a los principios generales establecidos en el propio
Concierto, así como a aprobar el cupo del primer año del quinquenio. La metodología de
señalamiento del cupo del País Vasco para el quinquenio 2007-2011 fue aprobado por
Ley 29/2007, de 25 octubre. También por razón de lo que más adelante se dirá, es preci-
so tener presente las disposiciones contenidas, sobre la metodología de determinación
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del cupo, en el artículo 53 («Ajuste consumo en el Impuesto sobre el Valor Añadido») y en
la propia Ley del Cupo por mandato del artículo 55 («Otros ajustes»), ambos artículos
del tantas veces citado Concierto. Seguidamente trataremos de exponer, en la forma
más esquemática posible, el proceso que debe seguirse para la determinación de la cuan-
tía del cupo.

Conforme la normativa vigente, el importe del cupo, en la fase inicial del proceso ini-
cial de cuantificación, resulta de aplicar el porcentaje del 6,24 por 100 al coste de las
competencias no asumidas por la Comunidad Autónoma del País Vasco. A la vista de lo
que se acaba de decir surgen inmediatamente dos preguntas. La primera: ¿Por qué ese
porcentaje y no otro? La segunda: ¿el porcentaje de referencia es el que realmente se
aplica, o finalmente, tras los ajustes, es inferior? Para responder a la primera pregunta
acudimos a los datos facilitados por Instituto Nacional de Estadística según los cuales el
PIB, a precio de mercado, con base el año 2000 es el siguiente: 

Por lo tanto el País Vasco contribuye al sostenimiento de las cargas fiscales con arre-
glo a su producto interior bruto y ello a pesar de que la renta per-cápita del País Vasco
es muy superior a la media como resulta de la información contenida en el siguiente
cuadro:

Del primer importe obtenido, además, hay que restar el 6,24 por 100 de: 1) Los tribu-
tos no concertados; 2) Los ingresos presupuestarios de naturaleza no tributaria y, 3) La
parte imputable del déficit que presenten los Presupuestos Generales del Estado. Las
dos primeras minoraciones, son lógicas, dado que el Estado puede obtener ingresos no
tributarios, y es justo que «se distribuya» a todos los contribuyentes independientemen-
te del lugar donde se encuentren, sin embargo el tercer sustraendo no tiene tanto senti-
do. No nos merece la misma consideración la tercera minoración, antes por el contrario
nos parece que no tiene sentido, y ello en base a las consideraciones que seguidamente
exponemos. 

Como es evidente, los presupuestos del Estado pueden presentar un déficit por una
triple causa: 1. Los ingresos son menores que los gastos; 2. Los ingresos presupuestados
son mayores que los ingresos reales y, 3. Los gastos reales resultan mayores que los gas-
tos presupuestados. Al producirse la concurrencia de este último supuesto, es cuando
podrá comprobarse que la Comunidad Autónoma del País Vasco no contribuirá al mayor
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coste de los servicios no asumidos, que deberá ser sufragado en su totalidad por el resto
de las Comunidades Autónomas (Ejemplo: competencia no asumida que tiene un coste
presupuestado de 100 , pero en realidad es de 120 . En principio, la Comunidad Autó-
noma del País Vasco contribuirá con el 6,24 por 100, es decir con 6,24 , mientras el res-
to de contribuirá con 93,76 . Al elevarse definitivamente el coste a 120 , las Comuni-
dades Autónomas citadas en segundo lugar acabarán efectivamente soportando 113,76
. En definitiva, la contribución de la Comunidad Autónoma del País Vasco será del 5,20

por 100, mientras que la del resto acaba siendo del 94,8 por 100). 
Saque el lector sus propias conclusiones del ejemplo más arriba expuesto, pero en to-

do caso es evidente que la Comunidad Autónoma del País Vasco debería haber contri-
buido con el cupo resultante de la aplicación del 7,48 por 100 (del presupuesto inicial) en
lugar de con el 6,24 por 100, con las consecuencias que ello lleva aparejadas en el ámbi-
to de los principios de igualdad y solidaridad. Lo que se acaba de exponer alcanza una
mayor dimensión si se tiene en cuenta, de un lado, que la disposición adicional séptima
de La Ley 29/2007 estableces que la Comisión Mixta del Concierto Económico acordará
la financiación del incremento que experimente la actual plantilla de la Policía Autóno-
ma, y de otro, la financiación de las funciones y servicios traspasados al País Vasco en
materia sanitaria y de servicios sociales de la Seguridad Social, que con anterioridad a
la entrada en vigor de la Ley 12/2002, de 23 de mayo, eran satisfechos al País Vasco me-
diante transferencias de la Tesorería General de la Seguridad Social, por aplicación de
lo previsto en el régimen presupuestario regulado en los Reales Decretos 1536/1987, de
6 de noviembre; 1476/1987, de 2 de octubre; 1946/1996, de 23 de agosto, y 558/1998, de
2 de abril. A este respecto la Comisión Europea ha reparado en un informe del Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales, relativo a los años 1999-2005, del que resulta que, en
materia de pensiones, por ejemplo, el sistema arrojó, en 2005, un déficit de 311 millones
de euros en la Comunidad Autónoma del País Vasco. De dichos datos, la Comisión de-
duce que las prestaciones de la Seguridad Social son financiadas por las otras Comuni-
dades Autónomas. 

Al tratar de encontrar una respuesta a la primera de las preguntas que anteriormen-
te nos hacíamos (Por qué el 6, 24 por 100 y no otro), hemos acabado encontrando res-
puesta a la otras pregunta planteada (¿el porcentaje de referencia es el que realmente se
aplica, o finalmente, tras los ajustes, es inferior?): el porcentaje definitivo es inferior a
ese 6,24 por 100.

2.2. El Cupo y su enjuiciamiento por la Comisión Europea, el Tribunal de
Justicia de la Unión Europea y Tribunal Superior de Justicia de
País Vasco

a) La Comisión ha cuestionado el coeficiente de imputación actual, por considerar
que está infravalorado y que, en consecuencia, los Territorios Históricos contribu-
yen menos de lo que deberían a las cargas del Estado. Según la Comisión, los Te-
rritorios Históricos no asumen todas las consecuencias financieras de las medidas
de reducción del tipo impositivo o de aumento de las deducciones autorizadas.
Considera que, en consecuencia, no se cumple el requisito de autonomía económi-
ca expuesto en la sentencia Portugal/Comisión (19). Además la Comisión, ha en-
tendido que existen otras muchas transferencias financieras que compensan las
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medidas fiscales de reducción de impuestos, tales como las resultantes de la exis-
tencia de una caja única de Seguridad Social, de un servicio público mínimo ga-
rantizado por el Estado o del Fondo de compensación interterritorial. Y hace refe-
rencia además a transferencias y subvenciones de importes considerables a Orga-
nismos públicos de la Comunidad Autónoma del País Vasco, que no se tienen en
cuenta para el cálculo del cupo.

b) Para el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el método de cálculo
del cupo es particularmente complejo ya que exige en primer lugar valorar el im-
porte de las cargas asumidas por el Estado en el conjunto del Reino de España co-
rrespondientes a las competencias no asumidas por la Comunidad Autónoma del
País Vasco; a continuación, dicho importe se aplica un coeficiente de imputación
que debe reflejar, en principio, el peso relativo de la economía de la Comunidad
Autónoma del País Vasco en el conjunto del Reino de España; por último, debe
procederse a diversos ajustes, con objeto de perfeccionar la evaluación de los in-
gresos percibidos por las diferentes entidades en concepto de diversos impuestos.
Respecto del factor esencial (6,24 por 100) de los debates ante el Tribunal de Jus-
ticia se desprende que, si bien dicho coeficiente se determina partiendo de datos
económicos, se fija, sin embargo, en el marco de negociaciones esencialmente polí-
ticas entre la representación del Estado español y la Comunidad Autónoma del
País Vasco. Pero al final, el TJCE elude resolver cuando considera que «es preciso
recordar una vez más que el Tribunal de Justicia únicamente es competente para
interpretar el artículo 87 del Tratado de la Unión Europea, apartado 1, y no para
juzgar, en los asuntos principales, si el coeficiente de imputación calculado con
arreglo a la Ley de 2002 sobre el cupo fue calculado correctamente desde el punto
de vista económico o si está infravalorado». En consecuencia, al Tribunal Superior
de Justicia del País Vasco el problema al indicar que «corresponde al órgano juris-
diccional remitente determinar si tal proceso de fijación tiene por objeto permitir
al Gobierno central compensar el coste de una subvención o de una medida tribu-
taria favorable a las empresas adoptada por los Territorios Históricos» De igual
modo, entiende el TJCE que corresponde al órgano jurisdiccional examinar los
efectos de ese proceso y verificar si, debido a la metodología adoptada y a los datos
económicos tomados en consideración, la fijación del coeficiente de imputación y,
de manera más general, el cálculo del cupo puede tener como efecto que el Estado
español compense las consecuencias de una medida tributaria adoptada por las
autoridades forales». (20)

c) Tribunal de Justicia del País Vasco.
El Tribunal Superior de Justicia del País Vasco se pronuncia expresamente sobre
cuál es el sentido que tiene que tener el cupo. Así, considera indica que «el cupo no
se determina según criterios, libres, discrecionales, coyunturales y abiertos a la
simple negociación política entre las partes. Por el contrario, el Concierto consa-
gra un sistema de determinación del mismo marcadamente rígido y permanente,
sin el cual la afirmación de toda autonomía económica resultaría problemática y
abierta a dudas, pues nunca existiría la mínima certeza de que el régimen tribu-
tario de los Territorios Históricos no quedase compensado por un menor Cupo, en
función de cualquiera de sus inciertas variables, tampoco queda confiada a razo-
nes de oportunidad o a cada contingencia, sino que está sujeta a unas reglas de le-
gal determinación que, sin la menor pérdida de rigor pueden calificarse como de
ciertas, explícitas y reducibles a plasmación y verificación matemática con los in-
gresos tributarios del País Vasco, no solo sufraga el sostenimiento de las cargas y
servicios de su propia competencia, sino también del Estado».
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2.3. Concierto Económico e Impuesto sobre el Valor Añadido

Como es de sobra conocido el Impuesto sobre el Valor Añadido (en lo sucesivo, IVA) es
un tributo indirecto que grava el consumo de bienes y servicios, por lo tanto, con inde-
pendencia de a quienes la Ley asigne la condición de sujetos pasivos, son los consumido-
res finales (con independencia de si se opta por el devengo en origen o destino) los que
han de soportar la carga tributaria, por lo que parece evidente que deberían ser los con-
sumidores de la Comunidad Autónoma del País los que tributen a la misma, indepen-
dientemente de donde se produzcan los bienes, y los contribuyentes de Territorio común
los que tributaran en el Territorio Común independiente de que los bienes se produzcan
en el País Vasco o en el resto de España. A la vista de lo dicho cabe hacerse algunas pre-
guntas más:¿es el País Vasco mas productor o mas consumidor?, o lo que es lo mismo,
dado que la recaudación se genera en las comunidades productoras, pero en realidad es
pagado por las regiones donde se encuentran los consumidores ¿debería redirigirse lo re-
caudado desde las administraciones fiscales productoras a las consumidoras?, ¿debería
el País vasco ser acreedor o deudor por el IVA ingresado en su territorio respecto al res-
to del territorio español, cuando quien soporta la carga fiscal es el consumidor final?

A) Recaudación y distribución del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
Varias son las fórmulas que pueden emplearse para recaudar y distribuir el IVA de

manera que se consiga el objetivo de asignar el tributo al territorio de consumo:
a) Recaudación única. Una única Administración recauda el total IVA, después, a

través de unos coeficientes de consumo, se asigna a cada territorio una cantidad
en función de ese consumo.

b) Recaudación en origen. Las distintas Administraciones donde se producen o se ge-
neran los bienes y servicios son las encargadas de recaudar. El total recaudado va
a una bolsa común y a través de los coeficientes de consumo de los distintos terri-
torios se distribuye entre ellos.

c) Inversión del sujeto pasivo. En este caso, el bien o servicio sale del territorio pro-
ductor con destino al territorio consumidor. El Impuesto en vez de exigirse al em-
presario productor, por la Administración del territorio productor, se exige al em-
presario adquirente por la Administración del territorio consumidor. Así pues, las
Administraciones solamente exigen el Impuesto a los empresarios o profesionales
en tanto en cuanto el bien o servicio se consume en su territorio.

d) Volumen de operaciones. Un mismo empresario que opera en varios territorios,
donde presumiblemente se consumen sus bienes, ingresa en los distintos territo-
rios en proporción al volumen de operaciones en ellos realizadas.

La Administración del Estado y las Diputaciones Forales Vascas no adoptan una fór-
mula única, sino que combina las anteriores, excepto la de inversión del sujeto pasivo, y
además, aplica la fórmula matemática que veremos más adelante. Así:

IVA a la importación. Se aplica la fórmula de recaudación única. La única Adminis-
tración competente para su exacción es la del Estado. Posteriormente se distribuye lo
recaudado entre ambas Administraciones, foral y común, de acuerdo con un índice.

IVA en operaciones interiores. Cabe contemplar los siguientes supuestos:
1º) Empresas que operan en un solo territorio: ingresan el IVA en el lugar donde ope-

ran. No se precisa ajuste si por operar en su territorio se entendiera vender o pres-
tar servicios a clientes domiciliados en su territorio. En caso contrario precisa
ajuste. Siguen pues el sistema de tributación en origen.
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2º) Empresas que operan en ambos territorios. Se adopta la fórmula del volumen de
operaciones, tributando a ambas administraciones en proporción al volumen de
operaciones. En principio no precisa otro ajuste.

3º) Empresas de pequeña dimensión, con facturaciones inferiores a 7 millones de ,
siguen la fórmula de tributación en origen, es decir en el territorio de su domicilio.
En este caso debemos distinguir, si la empresa opera en un solo territorio, estarí-
amos en el caso 1º); si, por el contrario, la empresa opera en ambos territorios, al
no adoptar el sistema de volumen de operaciones, precisa ajuste.

Estas reglas se matizan en el apartado tres del art. 27 de Concierto donde se estable-
ce que se entenderá que un sujeto pasivo opera en uno u otro territorio, cuando, de
acuerdo con los criterios establecidos en el artículo 28, realice en ellos entregas de bien-
es o prestaciones de servicios, lo que prácticamente lleva a una tributación en origen: el
IVA se recauda por el territorio donde se produce, excepto en el caso de grandes empre-
sas que operando en ambos territorios, disponen an en ellos de puntos de entrega y, por
tanto, aplican el criterio de tributación en proporción al volumen de operaciones.

Las operaciones intracomunitarias se equiparan como norma general a las efectua-
das por operaciones interiores salvo las adquisiciones intracomunitarias de medios de
transporte nuevos efectuadas por particulares o por personas o entidades cuyas opera-
ciones estén totalmente exentas o no sujetas al Impuesto sobre el Valor Añadido, en cu-
yo caso corresponderá a la Administración del territorio común o vasco en el que dichos
medios de transporte se matriculen definitivamente. ¿Por qué esta excepción?, a conti-
nuación veremos más excepciones a esta regla general, y nuevamente nos preguntare-
mos el porqué. 

B) Devengo del Impuesto sobre el Valor Añadido y reglas de localización de las opera-
ciones.

De todo lo dicha hasta aquí se deriva que la cuestión fundamental planteada es la de-
terminar cuándo una operación es efectuada en el País Vasco y cuando lo es en Territo-
rio Común. A éste efecto procede distinguir entre entregas de bienes y prestaciones de
servicios y dentro de la entrega de bienes, se debe diferenciar entre entrega de bienes
muebles corporales y suministro de gas y electricidad. 

Por otro lado las entregas de bienes inmuebles, se entienden efectuadas donde se si-
túa el bien inmueble

No entraremos a analizar la localización de las prestaciones de servicios que se en-
tenderán realizadas en territorio vasco cuando se efectúen desde dicho territorio excep-
to las relacionadas con bienes inmuebles, que se entenderán realizadas en el País Vasco
cuando dichos bienes radiquen en territorio vasco. Nos centraremos en la localización de
las entregas de bienes con la distinción entre bienes corporales y suministro de gas y
electricidad y el diferente criterio que se aplica.

a) Entrega de bienes muebles corporales. 
Se entienden efectuadas en el País Vasco cuando desde allí se efectúe la puesta a dis-

posición del adquirente. Esto implica claramente que el IVA resulta ser un tributo de la
región productora y no de la consumidora, ya que se recauda donde se produce el bien,
no donde se consume. La expuesta solución legal adquiere un particular matiz cuando
los bienes deban ser objeto de transporte; en este caso, las entregas se entenderán reali-
zadas en el lugar en que se encuentren aquéllos al tiempo de iniciarse la expedición o el
transporte, es decir que ni siquiera es preciso que el bien se haya producido en el País
Vasco. Por ejemplo una empresa con domicilio fiscal Extremadura dedicada a la venta
de vehículos procedentes de Europa, si estos cuando pasan por la frontera con Francia
son depositados en un almacén en el País Vasco, el IVA correspondiente a todas las ven-
tas que realice esa empresa extremeña en cualquier lugar del territorio español corres-
ponderá al País Vasco, independientemente del domicilio del vendedor y del comprador
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(salvo que el vehículo esté exento). Lo mismo puede decirse de las mercancías que en-
tran en España por el Aeropuerto de Foronda. La transcendencia del criterio aplicado la
revelan los datos facilitados por AENA sobre TRÁFICO DE PASAJEROS Y CARGA EN
LOS AEROPUERTOS ESPAÑOLES (21) en el ejercicio de 2008. Mientras en pasajeros
el aeropuerto de Vitoria está en uno de los últimos lugares con apenas 68.000 pasajeros
(poco mas del 1 por mil respecto a Madrid), en mercancías supone 35.000 (un 10 por
ciento de lo descargado en Madrid) con un crecimiento anual de casi el 12% ¿porqué esa
diferencia entre el transporte de pasajeros y el de mercancías? 
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Para ilustrar lo que se acaba de plantear de la forma más gráfica posible pondremos
el ejemplo siguiente: Empresa domiciliada en Valladolid, con sucursales en Madrid y
Barcelona, posee además un almacén en el «HUBS» de transporte del País Vasco en el
que se almacenan las mercancías procedentes de Europa y donde tiene personal para la
gestión del mismo pero no para la venta (suponemos que su volumen de operaciones es
superior a 7 millones de euros). De acuerdo con el art. 27 del Concierto, el sujeto pasivo
de referencia debe tributar a ambas Administraciones ya que opera en los respectivos
territorios, y debe hacerlo en función del volumen de operaciones; así pues, de conformi-
dad con dicha norma, cuando el sujeto pasivo de referencia entrega el bien desde el do-
micilio social a un cliente del propio Valladolid, la operación debería, en principio, loca-
lizarse en territorio común, sin embargo, por aplicación de las normas del Concierto lo
es en el País Vasco dado que allí es donde se inicia el transporte, por lo tanto el IVA de-
vengado lo es favor de Comunidad Autónoma del País Vasco, si bien el consumo de ha
producido en Territorio común donde el repercutido tiene su domicilio fiscal. Cabría
pensar en la neutralidad de efectos dada la simetría existente cuando que los bienes se
almacenen en territorio común y la venta se efectúe en el País Vasco, pero esa conclu-
sión no es correcta dada la situación geográfica del País Vasco próxima a la frontera
francesa, vía de entrada de muchas de las mercancías procedentes de Europa, con puer-
tos como los de Bilbao y Pasajes de San Pedro, amén de tres aeropuertos (que por otra
parte distan entre ellos menos de 100 km).

Con el fin de reforzar el anterior ejemplo y para mayor fundamentación de las conse-
cuencias que posteriormente expondremos, es oportuno traer a colación la Resolución
R13/2009 de la Junta Arbitral del Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del
País Vasco (22) donde se plantea la siguiente cuestión: Un contribuyente decide adqui-
rir un vehículo marca RX, por lo que acude a un concesionario de esta marca estableci-
do en la ciudad de Ávila, eligiendo las características que desea (color, modelo, motor,
extras, etc.); el concesionario, a través del sistema informático, realiza la petición del ve-
hículo directamente a la fábrica que la empresa tiene en Inglaterra donde se produce el
bien. Una vez fabricado, el vehículo es embarcado en Inglaterra y desembarcado en el
puerto de Pasajes (Guipúzcoa) donde la recepción de los vehículos y los trámites admi-
nistrativos se llevan a cabo por otra empresa del Grupo RX. En España, la exclusiva de
la venta de los vehículos la tiene una empresa domiciliada en Madrid (RX ESPAÑA cu-
yo volumen de ventas es superior a 6 millones de euros) que es quien encarga el trans-
porte a otra empresa especializada cuyo domicilio se encuentra también en Madrid.
Existe una campa en Vitoria (País Vasco) propiedad de una empresa del grupo RX ES-
PAÑA, a la que se transportan los vehículos desde el puerto de Pasajes; desde esa cam-
pa, y después de «desparafinarlos», se realizan expediciones a otras campas que posee la
empresa de transporte o la de venta exclusiva (RX ESPAÑA) desde donde se distribuyen
a los concesionarios de toda España –o bien directamente al concesionario (por ejemplo,
de Ávila)– que los ponen a disposición de los consumidores finales (En algunos casos, el
vehículo es nuevamente embarcado en Algeciras ya que el destino final es un cliente de
Ceuta o Melilla; en otras, el vehículo sale con destino Francia, porque un concesionario
de ese País no tiene un vehículo de las características requeridas por el cliente. En al-
gunos casos (los menos), es RX ESPAÑA quien realiza la compra de los vehículos a la fá-
brica Inglesa con el fin de mantener un stock en los concesionarios, o en previsión de
ventas.

A la vista de lo que se acaba de exponer, surge una variedad de interrogantes como
las que seguidamente formulamos: 
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Primera: ¿Qué Administración debe beneficiarse de esta venta del vehículo (Ávila
(cliente final y quien paga el IVA y el domicilio del concesionario), Madrid (domicilio so-
cial de la importadora en exclusiva), Vitoria (donde una empresa del grupo tiene una
campa y donde por su propio interés descarga los vehículos) o Guipúzcoa (donde se des-
cargan los coches y primer lugar donde se depositan los vehículos, y lugar de entrada en
España)? 

Segunda: ¿En qué Administración debe efectuarse el ingreso del impuesto? 
Tercera: ¿Quién debe devolver el IVA en el caso de exportación a Francia o en el de

las ventas a Ceuta y Melilla?
Cuarta: ¿Dónde se inicia el transporte, en Pasajes o en la campa de Vitoria? Y si se

desplaza desde Vitoria a otra Campa y de allí a un concesionario ¿Dónde se inicia el
transporte?

Quinta: Y tratándose de piezas de repuesto, ¿Dónde se inicia el transporte, en Pasa-
jes o en Madrid (domicilio de la empresa) o en Guadalajara (donde la empresa tiene un
almacén ya que las piezas de repuesto no se depositan en la campa de Vitoria)? 

Sexta: Dado que RX ESPAÑA, no tiene locales ni personal en Vitoria ¿puede realizar
operaciones en Vitoria? 

Veamos qué respuesta da la Junta Arbitral del Concierto Económico con la Comuni-
dad Autónoma del País Vasco a los interrogantes que se acaban de platear: 

– RX ESPAÑA conoce perfectamente el destino y la ubicación en Álava de los vehí-
culos ya que pacta con la fabrica inglesa el primer destino (Pasajes) y con el dueño
de la campa el segundo (Araya)

– La inexistencia de medios materiales y personales de RX ESPAÑA en el País Vas-
co no constituye un motivo válido para negar que los vehículos salgan desde dicho
ámbito geográfico, ya que de los contratos suscritos entre RX ESPAÑA y las em-
presas del grupo para que los servicios se presten por estas en Pasajes (Guipúzcoa)
y en Araya (Álava), era adoptada por RX ESPAÑA.

– La ubicación física de los vehículos y la salida desde un territorio determinado no
se ve alterada por el hecho de que la campa sea propiedad de RX España o haya si-
do, como así sucede, contratada a un tercero

– El traslado de Pasajes a Álava carece de relevancia jurídico-fiscal, puesto que no
hay ninguna entrega a terceros. Hay que tener en cuenta que el Concierto de 1981
señala que «cuando los bienes deban ser objeto de transporte para su puesta a dis-
posición del adquirente, las entregas se entenderán realizadas en el lugar en que
se encuentren aquéllos al tiempo de iniciarse la expedición o el transporte». Parece
evidente que en el transporte entre Pasajes y Araya no hay puesta a disposic ión
del adquirente puesto que se trata de un mero movimiento de vehículos efectuado
por su propietario entre dos territorios.

– El argumento de que la venta se realiza directamente desde la matriz inglesa al
concesionario es insostenible porque no hay venta directa de la matriz inglesa al
concesionario sin la mediación como comprador de RX ESPAÑA.

En relación con el contenido de las respuestas recogidas más arriba consideramos
pertinentes los reparos y observaciones siguientes:

Una - No resulta fácil de entender la argumentación de la Junta Arbitral cuando ad-
mite que existen un primer y un segundo destino, pero ignora que en muchos casos hay
un tercero como es el del resto de campas que tiene tanto sociedades del grupo como la
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empresa de transporte (existe una importante campa en Guadalajara, desde donde se
distribuyen los vehículos). Tampoco dice nada la Junta acerca de los vehículos deposita-
dos en las exposiciones de los concesionarios y que todavía no se han vendido a los mis-
mos, ya que están allí depositados, pero sin que se efectúe la transmisión de la propie-
dad, ni la puesta a disposición del concesionario. Por otro lado, ¿Cuándo se realiza la
puesta a disposición del concesionario? Nada indica la Junta respecto de los muchos ca-
sos en que el transporte de los vehículos se detiene en Vitoria sólo para ser «desparafi-
nados» (por una tercera empresa), sin que tan siquiera pasen una noche en la campa, de
modo son trasladados directamente desde el buque en que han sido transportados hasta
el concesionario (en estos casos ¿Dónde se inicia el transporte?. No hay respuesta.
¿Quién contrata el transporte desde Inglaterra?, tampoco hay respuesta).

Dos.- Llama la atención que pueda admitirse que una empresa opera en el territorio
vasco (o solo en territorio común), cuando toda la estructura de la empresa esté en el
otro territorio. Por ejemplo un mayorista de Jaén, con un volumen de operaciones de
menos de 7 millones, que compra a un proveedor del País Vasco y que ordena a este ser-
vir directamente los pedidos los clientes, se ha convertido automáticamente en contri-
buyente vasco ya que allí es donde se produce el hecho imponible. Esta interpretación de
la Junta Arbitral hace que entre claramente en contradicción con el Concierto ya que es-
te establece que las Empresas que operan en un solo territorio. Ingresan el IVA donde
opera. Pero las Empresas de pequeña dimensión con facturaciones inferiores a 7 millo-
nes de , siguen la fórmula de tributación en origen, es decir en el territorio de su domi-
cilio. Parece que el Concierto quiere que el domicilio tenga importancia para los peque-
ños contribuyentes, pero el domicilio según la Junta Arbitral deja de tener relevancia
cuando se produce un transporte de los bienes en cuyo caso carece de importancia y pue-
de trasladar el «domicilio fiscal» a una zona donde no tenga ni siquiera establecimiento.

Tres.- La Junta Arbitral realiza una afirmación que nos parece cuando menos curio-
sa. Considera que «… el traslado de Pasajes a Álava carece de relevancia jurídico-fis-
cal….», e invoca el Concierto cuando sostiene que «… cuando los bienes deban ser objeto
de transporte para su puesta a disposición del adquirente, las entregas se entenderán
realizadas en el lugar en que se encuentren aquéllos al tiempo de iniciarse la expedición
o el transporte». Es evidente que no tiene trascendencia jurídica, pero fiscal es obvio que
si, ¿Cuándo se inicia el transporte? Y ¿Dónde? Si una compañía logística detiene el ca-
mión en nave de su propiedad, lo cambia de camión ¿se inicia de nuevo el transporte?
Entendemos que no, que el transporte desde el origen al destino será único aunque cam-
bie de camión o cambie de conductor, o incluso cambie de medio de locomoción (por ejem-
plo un transporte mixto tren-camión), sin embargo para la Junta Arbitral existe un nue-
vo transporte (habla de un primer destino y un segundo), y es obvio que la persona que
contrata el transporte conoce y autoriza ese cambio de medio de locomoción y en su caso
el cambio de camión.

Pero además la Junta Arbitral no se plantea y por supuesto no resuelve las siguien-
tes cuestiones: ¿Qué sucede con las ventas a Ceuta y Melilla? ¿Quién tiene que devolver
el IVA?, y en el caso de exportación de un vehículo que está depositado en un concesio-
nario, ¿Quién devuelve el IVA a esa exportación?

Por último cabría plantearnos si en el presente supuesto no estaremos ante una pres-
tación de servicio por parte de RX ESPAÑA, ya que como hemos indicado es el concesio-
nario último el que realiza la compra directamente a Inglaterra, y ¿no hay más bien una
mediación por parte de RX España? 

En todo caso volviendo a la pregunta inicial, el consumidor final, un abulense, paga el
IVA a la Comunidad Autónoma Vasca, sin que el cupo contemple, como posteriormente
veremos, el correspondiente ajuste que devolviera a la Comunidad autónoma correspon-
diente el IVA que según la Junta Arbitral es preciso declarar en el País Vasco.
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Todas estas cuestiones tienen una gran importancia sobre todo hoy en día en las que
cualquier intermediario que presta servicios de intermediación por internet se puede
convertir obligatoriamente en contribuyente del País Vasca con la consiguiente comple-
jidad administrativa. 

Afortunadamente el Tribunal Supremo en sentencia de 13 de abril de 2011 ha puesto
un poco de cordura en este tema anulando la descabellada resolución de la Junta Arbi-
tral de 19 de junio de 2009.

El Tribunal estima que hay que tener en cuenta «donde se realizan las operaciones de
compra y venta» y no solamente donde están almacenados los bienes, también pone de
manifiesto que la entrega de bienes se efectúa con la entrega de los bienes y en el caso
de los vehículos es «cuando el vendedor transfiere al adquirente la facultad de disponer
del bien…merced a la entrega de la documentación del vehículo…y para apreciar el lu-
gar donde se realiza la transacción hay que estar al lugar donde se realizan las labores
de comercialización del vehículo con independencia del lugar en el que física o material-
mente se encontraban los bienes.»

El Supremo especifica que Araya es el lugar de almacenamiento, sin que se realicen
una transformación siendo un simple punto logístico dentro del transporte único desde
el lugar de fabricación y las instalaciones de los concesionarios, siendo Araya una para-
da temporal para un bien que tiene un destino final predeterminado desde la fábrica de
Inglaterra.

Frente a la tesis de la Diputación Foral de Álava el Tribunal señala que no se puede
hacer una interpretación literal, como realiza la Junta Arbitral, sino que hay que em-
plear una interpretación lógica y sistemática, ya que en caso contrario por el simple he-
cho de transitar unos días por el País Vasco la tributación se atribuiría íntegramente a
este territorio sin que la fabricación se haya producido allí, ni siquiera la transforma-
ción por mínima que sea.

Por el contrario entiende el Alto Tribunal que los servicios de la empresa que despa-
rafina, almacena y transporta si se pueden entender efectuados en el País Vasco, pero
solamente estos servicios. 

Con esta interpretación lógica sitúa en su justo punto la norma del lugar de realiza-
ción del hecho imponible de la entrega de bienes cuando exista un transporte, y modifi-
ca sustancialmente la interpretación que se venía haciendo hasta este momento, y que
tan sólo en los casos extremadamente sangrantes se ha puesto en tela de juicio.

b) Suministro de gas y electricidad. 
La segunda cuestión que nos planteamos es ¿cuál es el lugar de realización del hecho

imponible en el suministro de gas y electricidad, para determinar la localización de las
operaciones, y por tanto a qué Comunidad debe tributarse?

La electricidad y el gas se consideran bienes (23), por lo que, en principio, debería se-
guirse el régimen general de tributación de los mismos que como hemos indicado es don-
de se inicia el transporte. Además, como para la puesta a disposición es siempre preciso
el transporte la lógica debería llevarnos a considerar que la operación debe localizarse
allí donde se encuentre la central generadora de la electricidad, y que en esa Comunidad
Autónoma donde se debe tributar. ¿Es el País Vasco productor o consumidor de electri-
cidad? Si acudimos a la página web de Red Eléctrica de España obtenemos los datos que
figuran en el siguiente cuadro:
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Como se puede apreciar de este cuadro, el País Vasco es consumidor de electricidad, y
para regular la aplicación del IVA relacionado con la electricidad se distinguen dos su-
puestos:

– Empresas Productoras de electricidad: se entienden realizadas en el País Vasco las
entregas efectuadas por los productores de energía eléctrica, cuando radiquen en
territorio vasco los centros generadores de la misma.

– Empresas distribuidoras. Acabamos de indicar el gas y electricidad son bienes, y
por lo tanto debería seguir el régimen fiscal de los bienes corporales y, también co-
mo hemos indicado es preciso el transporte, pero ¿eso es así? La respuesta se en-
cuentra en la Resolución de 22 de abril de 2002 del Departamento de Hacienda y
Finanzas del Gobierno de la Comunidad Vasca donde se indica que «no hay trans-
porte de energía en un sentido literal, lo que hay es un potencial en la red mante-
nido por el conjunto de empresas productoras, que permite la puesta a disposición
de la energía a través de los adecuados receptores en el punto donde es requerida,
y a veces donde no es requerida (de ahí las pérdidas de red), a través de unos esta-
blecimientos o edificaciones, constituidos por la propia red eléctrica y sus equipos
de transformación. Esta energía («bien», en la acepción de IVA) a su vez es puesta
a disposición del distribuidor final de energía a más o menos voltaje, sin que se
pueda decir que existe un principio o fin de transporte, ni en el tiempo, ya que la
puesta a disposición es instantánea.

Por tanto, no existiendo transporte en el sentido usualmente dado a este término, ca-
be concluir que el lugar de realización del hecho imponible objeto de consulta se enten-
derá realizado en el territorio en el que se realice la puesta a disposición del adquirente
de la energía eléctrica».

Como se puede apreciar la Resolución del Gobierno de la Comunidad Vasca se olvida
de la norma que impone el lugar de realización de la entrega de bienes puesto que en los
casos de electricidad y gas entiende que no existe transporte. Y no podemos estar de
acuerdo con la resolución dado que entonces no sabemos muy bien que es un oleoducto o
para qué existen los tendidos eléctricos, si por medio de ellos no se realiza un transpor-
te, por supuesto que no hay un transporte por carretera o por tren, por supuesto que es
diferente el modo de transporte, pero en nuestra opinión desde luego hay un transporte
de electrones o de gas, y por supuesto en ambos casos es por diferencia de presión, o por
diferencia de potencial entre la entrada y la salida de los oleoductos o de las conduccio-
nes eléctricas. Por lo que, si consideramos la electricidad y el gas como un bien, lo co-
rrecto sería seguir las normas de los bienes y no desviarnos de los criterios. ¿Cuál es en-
tonces la causa de ese diferente criterio, que como es lógico favorece a la comunidad con-
sumidora y perjudica a la productora?
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c) Ajuste a consumo en el Impuesto sobre el Valor Añadido. 
El artículo 53 del Concierto dispone que con el objeto de perfeccionar la imputación de

ingresos por el Impuesto sobre el Valor Añadido se establece un mecanismo de ajuste
entre el índice de de la capacidad recaudatoria y el índice de consumo del País Vasco. En
el propio artículo 53, apartado 2, se incluye la expresión matemática de cuya aplicación
resultará el ajuste. De referencia.

¿El País Vasco es más productor o consumidor? Creencia muy generalizada es la que
considera que el País Vasco es más productor (que envía bienes a otras regiones), que es
una zona más industrializada que la media nacional (juntamente con Cataluña y Ma-
drid). ¿Tal creencia tiene fundamento?

Anteriormente ya hemos indicado que el PIB del País Vasco es del el 6.3 por 100.
Si acudimos nuevamente al INE y analizamos la encuesta de presupuestos familiares

que nos refleja el gasto anual de los hogares y analizamos la distribución por Comuni-
dades Autónomas (los datos están en miles) nos encontraremos con la siguiente infor-
mación;

De los anteriores datos se desprende que el País Vasco es claramente productor ya
que en 2008 el índice al consumo es del 5,39 por 100 del consumo nacional.

Si excluimos Canarias, Ceuta y Melilla, los anteriores porcentajes se convierten en:
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Dado que el IVA es un impuesto sobre el consumo, y no se recauda ni en Canarias ni
en Ceuta, ni Melilla, al País Vasco le correspondería un 5,62 por 100 del IVA que se re-
caude en todo el territorio nacional.

Por lo tanto como hemos indicado anteriormente el artículo 53 del Concierto estable-
ce un mecanismo de ajuste entre el índice de la capacidad recaudatoria y el índice de
consumo del País Vasco. ¿Cómo debería ser ese índice, dado que las Diputaciones recau-
dan por el 6,24, cuando los consumidores, y por tanto los Ciudadanos del País Vasco han
pagado solo por el 5,62 por 100? 

En principio el ajuste debería tener dos componentes:
• Uno positivo por el 5,62 por 100 por las importaciones que como hemos indicado se

recaudan en territorio común.
• Uno negativo por el 0,68 de la recaudación del total nacional.
¿Sucede eso? 
Claramente no, tal y como cuantificaremos posteriormente, con un agravante y es

que ni siquiera para ajustar el cupo de IVA se utiliza este 6,24, sino que se emplea el
6,875.

Pero antes vamos a recoger el ajuste que establece el citado art. 53:
El ajuste será el resultante de aplicar la siguiente expresión matemática:
RFPV=RRPV+a* RRAD+(a-b)* H
Siendo:
RFPV = Recaudación final anual para el País Vasco.
RRPV = Recaudación real anual del País Vasco.
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a = Consumo Residentes País Vasco/Consumo Residentes Estado (menos Canarias,
Ceuta y Melilla)
RRAD = Recaudación real anual por importaciones.
b = (v-f-e+i)/(V-F-E+I)
v = valor añadido bruto al coste de los factores del País Vasco.
V = valor añadido bruto al coste de los factores del Estado (menos Canarias, Ceuta y
Melilla).
f = formación bruta de capital del País Vasco.
F = formación bruta de capital del Estado (menos Canarias, Ceuta y Melilla).
e = exportaciones del País Vasco.
E = exportaciones del Estado (menos Canarias, Ceuta y Melilla).
i = adquisiciones intracomunitarias de bienes en el País Vasco.
I = adquisiciones intracomunitarias de bienes en el Estado (menos Canarias, Ceuta y
Melilla).
H= RRPV/b si RRPV/RRTC = b/(1-b)
H = RRTC/(1-b) si RRPV/RRTC = b/(1-b)
RRTC = Recaudación real anual del territorio común.
c1. Cuantificación del desequilibrio del Concierto Económico con el País Vasco a fa-

vor del País Vasco en el IVA.
Los índices establecidos por la Ley del Cupo, para el quinquenio 2007-2011 son los si-

guientes:
Índice de renta = 6'24 por 100, es la relación entre la renta de País Vasco y la renta de

todo el Estado.
Índice de consumo a = 6,875 por 100, es la relación entre el consumo del País Vasco y

el consumo de todo el Estado. (en realidad debería ser 5,765% según datos del INE)
¿Por qué el índice de renta es diferente al índice de consumo?. ¿Por qué el índice de

consumo para el ajuste del IVA es del 6,875 cuando hemos indicado que según el INE el
índice de consumo de las familias es el 5,62? ¿Qué significa eso?

Vemos que no coinciden loa índices de renta y de consumo. La razón básica como he-
mos indicado anteriormente es porque uno refleja la producción y el otro el consumo y
obviamente no son iguales, pero es evidente que el País vasco es productor, por lo tanto
el índice de renta debería ser mayor que el índice del consumo ¿porqué no es esto así?

El índice de renta sirve para distribuir cargas del Estado y cupo a pagar, mientras
que el índice de consumo sirve para cobrar el IVA, que corresponde al País Vasco, este
índice lo que representa es que el País Vasco tienen derecho al 6,875 del IVA de toda Es-
paña, aunque sus contribuyentes consuman y paguen menos.

Como anteriormente ya hemos indicado, según el INE, el País Vasco representa un
consumo de 5,62 por 100 (excluido Canarias Ceuta y Melilla) por lo tanto de entrada ya
se está subvencionando por el resto de España al País Vasco, pero como veremos a con-
tinuación esto se agrava con el resto del ajuste. 
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Índice de capacidad recaudatoria del País Vasco b = 5'765 %., como vemos aquí si se
le aproxima a los datos del INE, sin embargo también hay una sobreestimación de los
datos de 0,145

Con los índices de Consumo y de capacidad recaudatoria los que está diciendo usted
va a cobrar de sus contribuyentes el 5,765, pero en cambio va a recibir del conjunto de
los contribuyentes de España (incluidos los suyos) el 6,875. ¿porqué esa subvención re-
conocida en el propio cupo?

Llegados a este punto recordemos lo indicado por la Comisión Europea cuando esta-
blece que: «una región determinada no debe ser financiada con una transferencia de fon-
dos desde el Gobierno central, es decir, que es la entidad infranacional la que debe asu-
mir los riesgos políticos y económicos de sus decisiones en materia tributaria exigencia
que, en Derecho español, se denomina «principio de responsabilidad fiscal»», como ve-
mos claramente el Gobierno central asume una parte de la financiación del País Vasco.
Al País Vasco se le asigna por Ley una capacidad recaudatoria inferior al índice de con-
sumo, lo que significa que el Estado admite que a pesar de ser una de las CCAA de ma-
yor desarrollo industrial tiene una capacidad de producción y por tanto de recaudar in-
ferior a la media nacional.

Dado que b = 5,765, el índice de la capacidad recaudatoria del Territorio Común 1-b =
94'235 por 100. Lógicamente, y de acuerdo con lo anterior, la capacidad recaudatoria del
Territorio Común es superior al índice de consumo asignado 93'125 por 100.

De esto se deduce que el Territorio Común, en términos relativos, y siguiendo el cupo,
es más productor que consumidor ya que el País Vasco, debe ser más consumidor que
productor, cosas ambas erróneas.

Diferencia entre los índices de consumo y de capacidad recaudatoria del País Vasco a-
b = 1'11 por 100.

Este diferencial es el que después, como veremos se utiliza para ajustar a consumo el
IVA, con las consecuencias que conlleva.

Índice de recaudación real del País Vasco r = 7'22 por 100. Este índice confirma la sos-
pecha de que el País Vasco es más productor que consumidor, y que además, la Ley del
Concierto Económico, al establecer en el art. 28 el lugar de realización de las operacio-
nes, básicamente desplaza la tributación hacia el origen, por lo que la recaudación real
del País Vasco es superior a lo que le corresponde por consumo. De esta diferencia se ve
claramente que a sus ciudadanos les correspondería tributar por el 5,62 (según los datos
del INE), dado que el ingreso lo realizan las empresas y parte de lo que parte de las ven-
tas se efectúa a territorio común y por lo tanto es pagado por contribuyentes de otras re-
giones de España, son ciudadanos de otras Comunidades Autónomas las que mediante
compras a empresas vascas contribuyen a financiar la Comunidad Autónoma del País
Vasco y que el ajuste del cupo no tiene en cuenta.

Diferencia entre el índice de consumo a (del cupo) y el índice de recaudación real del
País Vasco r, o sea a-r = -0'345 por 100. Esto significa que si el ajuste tuviera por objeto
perfeccionar la imputación de ingresos por IVA debería utilizar esta diferencia, es decir,
el País Vasco debería pagar al Estado un 0'345 por 100 para compensar el exceso cobra-
do 7'22 por 100 respecto de lo que le corresponde por consumo el 6'875 por 100 (del cu-
po), sin embargo, como dice el artículo 53, se utiliza como mecanismo de ajuste la dife-
rencia entre el índice de la capacidad recaudatoria y el índice de consumo del País Vas-
co, con lo cual es el Estado el que tiene que pagar por la diferencia a-b = 1'11 por 100.
Ello provoca un desajuste aún mayor, ya que el Estado en lugar de cobrar, paga; lo que
lleva al País Vasco a un índice de 8'313 por 100 respecto del total Estado, muy superior
al 6'875 por 100 que le corresponde por índice de consumo(del cupo). Ello origina un
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traslado de recursos de IVA del Estado al País Vasco, que cabe calificar como ayuda o
subvención del Estado al Régimen Foral, pero nunca ajuste. Pero veamos en el apartado
siguiente lo que ha sucedido con cifras reales.

c2. Aplicación práctica de la expresión matemática prevista en el artículo 53 del Con-
cierto.

La fórmula de ajuste es la siguiente:
RF(PV) = RR(PV) + a * RR(AD) + (a-b) * H
El primer miembro de la ecuación es RF(PV) que representa la recaudación final del

País Vasco, es lo que se trata de determinar.
El segundo miembro consta de tres términos de los cuales, 
1er. Término: RR(PV) es la recaudación real del País Vasco. El importe de esta re-

caudación fue 3.173 M .
2.º término: a * RR(AD) es la compensación por el IVA de las importaciones, donde a

es el índice de consumo a = 6'875 por 100 y RR(AD) la recaudación por el Estado del IVA
a la importación, que fue RR(AD) = 9.244 M . El producto de ambas, a * RR(AD), es 635
M .

3er. Término: (a-b) * H es la compensación de IVA por operaciones interiores, siendo
a-b = 6'875 - 5'765 = 1'11 %. Este número al estar preestablecido y ser positivo implica
que el Estado siempre tiene que pagar IVA al País Vasco por operaciones interiores. Y lo
que nos indica es usted País Vasco tiene que recaudar el 5,765 (aunque en realidad re-
cauda el 7,22) pero yo Estado le reconozco que tiene derecho al 6,875, por lo que en todo
caso le doy el 1,11 por 100 de lo que recaude yo Estado

Veamos cómo determinar la base H sobre la que aplicar la diferencia de índices 1'11.
La recaudación de la Administración del Estado en 2008 fue de 40.084 M (91'207

%), la recaudación de Navarra fue de 691 M (1'573 %) y la recaudación total del Terri-
torio Común (en terminología del cupo) 40.775 M (92'78 %), esta cantidad es RR(TC).
La recaudación del País Vasco fue de 3.173 M (7,22%)

La base H será :

; o bien

Puede demostrarse matemáticamente que esta última inecuación es lo mismo que:

¿Qué significan estas dos posibilidades de H?
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i. Si el País Vasco recauda 3.173 y ello representa el 5,765 por 100 ¿Cuánto debería
haber recaudado el Territorio común? O lo que es lo mismo: ¿Cuánto habría recaudado
el País Vasco si su actuación se hubiera extendido a todo el territorio del Estado.

El País Vasco habría recaudado 55.043 si hubiera extendido su competencia a todo
el territorio del Estado, como en el País Vasco se recaudaros 3.173, implica que en el te-
rritorio común habría recaudado 51.870 (55.043-3.173).

ii. Si el Territorio Común ha recaudado 40.775 y eso es el 94,235 ¿Cuánto debería ha-
ber recaudado el País Vasco? O lo que es lo mismo ¿Cuánto hubiera recaudado la Admi-
nistración del Estado si su actuación se hubiera extendido a todo el territorio del Estado?

Como recauda 40.775, implica que en el País Vasco habría recaudado sólo 2.495
(43.270-40.775)

Con estos datos del cupo, el Estado admite (o más bien los negociadores del cupo) que
actúa de manera mucho menos eficiente que lo hace el País Vasco, lo que se traduce en
términos fiscales, en que se produce un fraude a nivel estatal justamente de la diferen-
cia, esto es, 55.043 - 43.270 = 11.773 M lo que representa un 11.773/55.043 = 21'39 por
100 sin que en el País Vasco se produzca fraude alguno, ya que éste está actuando efi-
cientemente.

O también visto desde la otra perspectiva: la recaudación a nivel de Territorio Común
debió ser 55.043- 3.173= 51.870M , y el fraude por tanto 51.870- 40.775 = 11.094M lo
que representa un 11.094/40.775= 27 por 100.

En definitiva ¿Cómo es el Tercer elemento de la corrección del cupo?:
• Es 

• O bien es 

Dado que 
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Y el tercer sumando de la ecuación es
(a-b) * H = 1'11 % * 43.270 M = 480 M .
Teniendo en cuenta que el pago lo hace el Estado solamente y no Navarra, el índice es

del 1'198 por 100, muy superior al 1'11, por lo que claramente son las demás Comunida-
des Autónomas las que financian el cupo por el Impuesto sobre el Valor Añadido.

Veamos qué ocurre en la fórmula de ajuste cuando varían las recaudaciones:
i. En general:
1º) Si se incrementa la recaudación de la Administración del Estado, en Δ, esta pasa-

ría de los 40.775 a 40.775 + Δ
y al elevar al 100 por 100 se obtiene con lo que la cantidad adicional a pagar al País

Vasco es de

2º) Si se incrementa la recaudación en Navarra, el Estado ha de pagar al País Vasco
el 1'178 de aquel importe, sin que le suponga al Estado ningún ingreso.

3º) Si se incrementa la recaudación del País Vasco, el País Vasco no tiene que pagar
nada, pues ya vimos que la fórmula era solo para pagar el Estado. El Estado por el con-
trario, sí tiene que pagar a Navarra.

ii. Situaciones particulares:
– Compra mediante adquisición intracomunitaria de vehículos por particulares.
1º) Un contribuyente de Territorio Común compra un coche a Alemania, paga el IVA

a Territorio Común y el Estado paga el 1'178 por 100 del mismo al País Vasco.
2º) Un contribuyente de Navarra compra un coche en Alemania, paga el IVA a Nava-

rra y el Estado paga el 1'178 por 100 del mismo al País Vasco, sin haber cobrado nada.
3º) Un contribuyente del País Vasco compra un coche en Alemania, paga el IVA al

País Vasco y éste no paga nada al Estado, por el contrario el Estado sí tiene que pagar a
Navarra, pero esto no lo analizamos ahora.

– Empresa que declara en proporción al volumen de operaciones. En teoría la empre-
sa ya ha hecho el ajuste, sin embargo la Administración del Estado paga al País
Vasco el 1'178 por 100 de lo ingresado en Territorio Común, incluyendo por tanto lo
pagado en Navarra.

– La Inspección del Estado levanta un acta a una empresa que tributa en proporción
al volumen de operaciones, el ingreso se produce en el Estado y éste paga a las Ad-
ministraciones forales en función del volumen de operaciones y además al País
Vasco el 1'178 por 100 de lo ingresado al Estado y a Navarra.
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– La Inspección de Navarra levanta un acta a una empresa en Navarra, la paga en
Navarra y el Estado tiene que pagar el 1'178 por 100 al País Vasco.

– La Inspección del País Vasco levanta un acta a una empresa del País Vasco, la pa-
ga en el País Vasco y éste no paga nada al Estado, por el contrario el Estado sí tie-
ne que pagar a Navarra.

Continuando con la fórmula vemos que la recaudación final del País Vasco RF(PV),
que es lo que tratamos de determinar, es la suma de los tres componentes:

RF(PV) = RR(PV) + a * RR(AD) + (a-b) * H
• Recaudación Real del País Vasco: RR(PV) = 3.173 M ,
• El ajuste por importaciones a * RR(AD) = 635 M ,
• El ajuste por las operaciones interiores:  =480 M 
En total RF(PV) = 4.289 M .
Considerando únicamente las operaciones interiores, el País Vasco ha recaudado

RR(PV) = 3.173 M y ha recibido una compensación de 480 M ,Por lo que el ingreso por
estos conceptos ha sido de 3.653 M (3.173+480) que representa el 8'313 por 100 del to-
tal, cuando en teoría y de acuerdo con su índice de consumo le corresponden 43.949 *
6'875 % = 3.021 M . Comparando las dos cifras vemos que el cupo debería haber sido de
632 M a favor del territorio común.

Si calculamos el IVA que corresponde al País Vasco de acuerdo con su índice de ren-
ta, aquél sería 6'24 % * 43.949 = 2.742 M .Comparando las dos cifras, lo ingresado,
3.653 M , con lo que le corresponde, 2.742 M , vemos que la «subvención» recibida por
el País Vasco ha sido de 911 M ; a los que hay que añadir la ventaja en operaciones de
importación RR(AD) x (a-índice de renta) = 9.244 x (6'875 - 6'24) = 58 M , lo que supo-
ne una «subvención» al País Vasco de 969 M .

Por último si comparamos la recaudación real del País Vasco 4.289 con el Gasto anual
de los hogares por Comunidades Autónomas facilitados por el INE, la subvención que
los contribuyentes de otras Comunidades al País Vasco todavía son mayores ya que de-
bería ser: 43.949*5,62%=2.469 M de , por lo que la subvención es de 1.820 M .

d) Algunas puntualizaciones. 
d1. Existen tres aspectos a determinar en el cupo, por un lado analizar los servi-

cios prestados por el Estado, en segundo lugar calcular cual es el coste de su
prestación, y en tercer lugar establecer el porcentaje de los ingresos del Esta-
do que hay que satisfacerle al País Vasco por los impuestos cobrados por la
importación y que le corresponderían a este, pudiendo existir errores de cál-
culo en los tres aspectos.

d2. El IVA a la importación es recaudado por el Estado y pagado según el coefi-
ciente 6'875 por 100 al País Vasco. No nos consta que el Estado repercuta los
costes de gestión del Impuesto.

d3. A partir del ejercicio 1993, con la modificación de la Ley del IVA, las operacio-
nes de importación con países de la UE pasaron a denominarse Adquisiciones
Intracomunitarias, con lo cual la gestión de las importaciones que antes reali-
zaba el Estado y abonaba al País Vasco con un índice de consumo del 6'875
por 100 pasan a gestionarse por el País Vasco con un índice de recaudación re-
al del 8'313 por 100 después de la compensación, lo que ha supuesto al País
Vasco una mejora sustancial.
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d4. El IVA es un impuesto comunitario, por lo que el Estado debe aportar el 0'3
por 100 sobre la base del Impuesto. No nos consta que el Estado lo repercuta
al País Vasco.

En relación con Navarra, de la nota de la DGCF se desprende que se le han enviado
276 M y que han recaudado 691 M , lo que representa un 276/691 = 39'989 %, siendo
esta relación en el País Vasco de 1.115/3.173 = 35'164 %, por lo que los desajustes con
Navarra probablemente sean mayores aún, que los que hemos visto se producen con el
País Vasco.

3. CONCLUSIONES

1.ª El régimen foral es un régimen subvencionado por el Estado, o lo que es lo mis-
mo por el resto de Comunidades Autónomas en Territorio Común.

2.ª El índice de capacidad recaudatoria b fijado en el 5'765 por 100 para el País Vas-
co es muy inferior al índice de recaudación real r que es del 7'22 por 100, que des-
pués del «ajuste» se transforma en el 8'313 por 100. 

3.ª El sistema de ajuste es unidireccional, de manera que solamente paga el Estado.
4.ª El exceso recaudado por el País Vasco respecto de su índice de capacidad recau-

datoria es ingreso neto para el País Vasco, sin que se tenga en cuenta en los ajus-
tes.

5.ª El Estado no debe reconocer esos niveles de fraude en el IVA, y a la vez aceptar,
que en el País Vasco no hay fraude, que es lo que se deduce de los ajustes a con-
sumo del IVA.

6.ª De acuerdo con la doctrina jurisprudencial la presión fiscal efectiva por el Im-
puesto sobre el Valor Añadido en el ejercicio analizado es, en el País Vasco, muy
inferior al del resto del territorio ya que es subvencionado por contribuyentes de
otras Comunidades Autónomas.

7.ª El Tribunal Superior de Justicia del País Vasco en Sentencia 886/2008 estable-
cía que se deben evitar configuraciones de sistemas tributarios privilegiados,
pues bien, entendemos que esa transferencia de fondos pagados por contribu-
yentes de otras Comunidades Autónomas al País Vasco provoca un trato fiscal
realmente privilegiado.

8.ª Somos conscientes que el análisis realizado sólo trata un impuesto y un ejercicio
(aunque los índices son válidos y los mismos para los 5 años del cupo y por lo tan-
to la desviación es la misma en los cinco ejercicios) y somos conscientes de la
existencia de los dos grupos de sentencias una que exige que el análisis sea de to-
do el sistema y varios años y otra que acepta un solo ejercicio y un impuesto o
una parte del mismo. No obstante este simple análisis nos permite concluir la di-
ferente posición en las negociaciones del cupo y como los criterios objetivos y téc-
nicos han sido sustituidos por una negociación política, lo que lleva a una ausen-
cia de verdadera autonomía financiera, ya que es en el transcurso de esa nego-
ciación donde se acuerda la financiación por parte de una de las partes de los
presupuestos de la otra.

9.ª En relación a lo anterior, recordar la Sentencia del Tribunal de Justicia de la
Comunidad Económica Europea de 11 de septiembre de 2008 cuando indica que
la reducción de tipos del Impuesto sobre Sociedades o cualquier beneficio fiscal
no debe ser compensada con una «subvención». En base a lo indicado anterior-
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mente creemos que esta posibilidad está presente y es más que probable que en
el transcurso del pacto del cupo por parte de la Administración del Estado y del
País Vasco se haya tenido en cuenta, y hayan primado más aspectos políticos-
económicos que la realidad económica.

10.ª Es un sistema verdaderamente privilegiado con una presión fiscal efectiva me-
nor ya que permite a la Comunidad Autónoma tener un mayor bienestar a costa
de los impuestos pagados por contribuyentes de otras Comunidades Autónomas,
en base a haber determinado el lugar de realización del hecho imponible en el
impuesto sobre el IVA de modo que les beneficie, y no haber compensado estas
desviaciones en el cálculo del cupo. 

11.ª El análisis de la presión fiscal efectiva debe ser realizado con el conjunto de con-
tribuyentes en un territorio teniendo en cuenta cuánto tributaría con las leyes
de ese territorio, y cuánto tributarían teniendo en cuenta las leyes del otro terri-
torio, y no por cociente entre los ingresos tributarios y el PIB, ya que en los im-
puestos progresivos (IRPF) es lógico que la presión fiscal sea mayor en regiones
ricas respecto a regiones pobres, porque para eso es progresivo. Lo que hay que
plantearse es ¿los contribuyentes Vascos con las normas vascas pagan más o me-
nos impuestos que con las normas de territorio común? Y es obvio que pagan me-
nos.

12.ª El índice de consumo de las familias del País Vasco según el INE es del 5,62 por
100 (excluida Canarias, Ceuta y Melilla), dado que la recaudación total del IVA
en todo el territorio español es de 43.9148 M de , al País Vasco le corresponde-
ría 2.469 M de cuando la recaudación final ha sido de 4.289 M de lo que re-
presenta que el resto de las Comunidades Autónomas han financiado con 1.820
M de . Si distribuimos esta «subvención» de 1.820M de entre las Comunidades
Autónomas en función del consumo de cada región, según los datos del INE, se
obtendrían lo aportado por ciudadanos de otras Comunidades a las Arcas del
País Vasco por razón del IVA.
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